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INTRODUCCION. 

Como es sabido, a partir del primero de febrero del 

año de leS4 entraron en vigor diversas reformas al Código 

Sustantivo Penal, así como a los Códigos Procesales, tanto 

del Distrito Federal como del Fueron Federal, mismas que se 

publicaron en el Diario Oficial de la Federación en fecha 10 

de enero del mismo ano. En cuanto al Código de Procedimientos 

Penales para el Distrito Federal, cabe expresar que, entre 

otras reformas, se incursionó la del articulo 36, que será el 

análisis de la presente tesis, mismo que pienso, se creó como 

consecuencia de la interpretación torcida y mayoritaria que 

se le daba al articulo de del Código de Procedimientos 

Penales, y tratando de subsanar éste, es como se crea el 

articulo 3$ en comento. 

Pero a pesar de todo ésto, la creación del citado 

articulo 3$ del Código de Procedimientos penales reformado, y 

que en forma textual establece que: "Cuando se haya negado la 

Orden de Aprehensión o Comparecencia o dictado el Auto de 

Libertad por falta de elementos para procesar, sino se 

aportan por el ofendido o por el Ministerio Público, pruebas 



dentro de los 60 días a partir del día siguiente en que se 

les hayan notificado estas resoluciones, o su desahogo, no 

son suficientes para librar las ordenes referidas, se 

sobreseerá la causa"; su contexto no resultó del todo 

favorable, toda vez que el mismo sin lugar a dudas conlleva a 

múltiples dificultades que pueden presentarse •n su 

aplicación dentro de• la vide práctica, por lo que la 

realización de este trabajo es precisamente para plantear 

diversos cuestionamientos jurídicos respecto del citado 

articulo 36, asi romo la solución a los mismos, 

planteamientos de entre los cuales cabe hacer mención del 

siguiente: 

Oue subsiste la inseguridad jurídica del imputado, 

aunque ésta, sea sólo, posiblemente, por un lapso breve, toda 

ves que tambibn se deja abierta la causa cuando se ha negado 

la Orden de Aprehensión o Comparecencia, según lo procedente; 

o bien, dictado el Auto de Libertad por falta de elementos 

para procesar, para que el Ministerio Público o el ofendido 

aporten pruebas con la salvedad de que esta aportación sólo 

puede hacerse dentro de los 60 días a partir del día 

siguiente en que se hayan notificado estas resoluciones; de 

lo que se deduce que además dicho plazo podría correr de 

manera diferente, tanto para el ofendido como para el 

Ministerio Público, dependiendo obviamente de la fecha en que 

se les hayan notificado las resoluciones mencionadas, lo que 

inclusive podría dar pauta a un plazo mayor de los 60 días; 
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independientemente de que también considero que, este 

artículo 36 se contrapone con el numeral 00, en atención a 

que este último articulo establece que sólo las resoluciones 

apelables, deben ser notificadas, entre otros, al ofendido; y 

no obstante que la negativa de Orden de Aprehensión y 

Comparecencia no son apelables, el referido articulo 

establece que el 	plazo de los 60 días para aportar pruebas 

por el ofendido o por el Ministerio Público, después de 

negarse las citadas órdenes, correrán a partir del día 

siguiente en que se les lumen notificado esas resoluciones; 

esto es, que exige que la negativa de las órdenes aludidas se 

notifiquen, no sólo al Ministerio Público sino también al 

ofendido, lo que no estatuye el numeral 00 antes aludido; 

además, en el citado numeral 3$, no se establece ninguna 

facultad de defensa en favor del imputado, con lo que 

posiblemente se entendería que se permite actuar a espaldas 

del mismo, pués no se soslaya que el legislador en esta 

reforma también pasó por alto que en todo procedimiento penal 

se debe crear un carácter bilateral que se trasluce en que, 

por un lado el ofendido está representado por el Ministerio 

Público y por el otro, el Justiciable por su defensor, tan es 

asi que inclusive a nivel de Averiguación Previa en base a la 

fracción IX del articulo 20 Constitucional en relación con el 

párrafo cuarto de la fracción X del mismo numeral, ya se 

exige que a este nivel de el inculpado se encuentre asistido 

de un defensor; por ende, si esta exigencia ya se reclama en 

la fase preparatoria de la acción penal, con mayor razón 
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resulta evidente que debe cumplirse con la misma una vez 

ejercitada la mencionada acción ante la autoridad 

jurisdiccional competente, lo cual no refiere el articulo 36 

en comento. 

Asi también, en el presente trabajo se pretende 

demostrar que en la aplicación • interpretación del citado 

articulo 38 que se comenta, se convierte al Organo 

Jurisdiccional en un amanuense del Ministerio Público, ya que 

dicho numeral desvirtúa en forma total la auténtica función 

que realmente debieres cumplir todo Organo Judicial y que es 

le de actuar como director de la relación juridico-procesal, 

dejando exclusivamente al Ministerio Público la persecución 

de tos delitos y la búsqueda de los elementos de convicción. 

Es por •so que al percatarme de las múltiples 

confusiones que conlleva la interpretación y aplicación del 

articulo 3$ del Código de procedimientos Penales, me motivó 

entrar al estudio y análisis juridico del citado numeral. 

Por ende, se pretende que la elaboración del 

presente trabajo cumpla con todos los requisitos y exigencias 

que conlleva a la realización del mismo; para así estar en 

posibilidad de aportar un pensamiento u opinión para la 

debida aplicación en la prectlea del numeral 36 del Código de 

Procedimientos Penales, que se analizare en forma juridica en 

esta investigación. 



CAPITULO I 

VERWACION PREVU 

1.1. DIVERSOS CONCEPTOS. 

Primeramente menciono que para el maestro GUILLERMO 

COLIN SANCHE2 la averiguación Previa es la etapa 

precedimental en le que el Ministerio Público, en ejercicio 

de la facultad de molicie judicial, practica todas las 

diligencias necesarias que l• permitan estar •n aptitud de 

ejercitar la acción penal, debiendo integrar, para e$tos 

fines, el cuerpo del delito (ahora elementos del tipo) y la 

presunta responsabilidad (1). 

Asimismo, menciona en su libro Derecho Mexicano de 

Procedimientos Penales que la Averiguación Previa comprende 

el siguiente estudio: la denuncia, los requisitos de 

procedibilidad (querella, excitativa y autorización), la 

t COLIN, Unchez Guillermo, Derecho Mexicano de 
Procedimientos Penales, Décima Tercera Edición, Edit. Porrúa. 
S.A. México, 1992, P.Sg. 257. 
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función de policía judicial en sus diversas modalidades y la 

consignación (2) 

Por otra parte, para el maestro MANUEL RIVERA 

SILVA, la Averiguación Previa es el conjunto de actividades 

"para que el Ministerio Público pueda resolver si ejercita o 

no la acción penal" (3). 

El maestro GONZALEZ BUSTAMANTE en su obra titulada 

*Principios de Derecho Procesal Penal Mexicano", nos indica 

que •l Código Federal de Procedimientos, divide el 

procedimiento penal en cuatro fases: la primera, de 

Averiguación Previa e le consignación e los tribunales, 

llamada también fase preprocesal, que tiene por objeto 

investigar el delito y recoger las pruebas indispensables 

para que el Ministerio Público se encuentre en condiciones de 

resolver si ejercita o no la acción penal. Es, en otros 

términos, el medio preparatorio al ejercicio de la acción. En 

esta fase, el Ministerio Público, como jefe de la policía 

judicial, recibe las denuncias o querellas de los 

particulares o de cualquier autoridad, sobre hechos que estén 

determinados en la ley como delitos; practica las primeras 

diligencias, asegura los objetos o instrumentos del delito, 

las huellas o vestigios que haya dejado su perpetración y 

2 umn. Pág. 259 
3 SILVA, Rivera Manuel, El Procedimiento Panal, Vigésima 
Segunda Edición, Edit. Porrúe S.A., México, 1993, P. 23 



busca la posible responsabilidad penal de quienes hubiesen 

intervenido en su comisión" (4). 

Por último, después de haber analizado y estudiado 

minuciosamente los diversos conceptos, se procede a dar uno 

propio: Averiguación Previa, es la etapa del procedimiento 

realizada por y ante el Ministerio Público en su función de 

Organo Investigador y persecutor de los delitos (actuando 

como autoridad). En esta etapa el Ministerio Público y la 

solicito judicial, quien se encuentra bajo el mando de aquél, 

una ves que le ha sido puesto de su conocimiento la posible 

comisión de un delito, llevan a cabo la práctica de todas y 

cada una de las diligencies pertinentes y necesarias, con el 

fin de acreditar tanto los elementos integradores del tipo 

penal de que se trate, como la probable responsabilidad penal 

de un individuo y así llegar a le consignación ante un Orean° 

Jurisdiccional: o bien, para •l caso de no acreditarse éstos, 

proceder a la reserva o al archivo dr la Averiguación Previa. 

1.2 PERIODO DE PREPARACION DEL EJERCICIO DE LA ACCION 

PENAL. 

Como lo indica ARILLA RAS "el periodo de 

preparación del ejercicio de la acción penal, que las leyes 

4 GONZALEZ, Bustamante Juan José, Principios de Derecho 
Procesal Penal Mexicano, Octava Edición, Edil. Porrúa, S.A., 
México, 1956, Póg. 123 
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de procedimientos acostumbran denominar de averiguación 

previa, tiene por objeto, como su mismo nombre lo indica, 

reunir los requisitos exigidos por el artículo 16 de la 

Constitución General de la República, para el ejercicio de la 

acción penal. El desarrollo de este periodo compete al 

Ministerio Público" (5). 

Para los efectos de este trabajo al periodo de 

preparación del ejercicio de la acción penal lo denominaremos 

Averiguación Previa, le cual principia en el momento en que 

la autoridad investigadora recibe la noticia de la comisión 

de un hecho delictuoso o que aparentemente reviste tal 

característica, pero debe recordarse que ésta iniciación no 

queda al arbitrio de la Representación Social, sino que, se 

requiere indispensablemente cumplir con ciertos requisitos, 

que son precisamente las exigencias a los que se les he dedo 

el nombre de requisitos de procedibilided, denominación dada 

en virtud de ser condiciones con las que es crucial cumplir 

para dar inicio al procedimiento penal. 

Es preciso mencionar, que los requisitos de 

procedibilidad varian según el orden establecido en un pais, 

así encontramos que en algunos sistemas se consideran como 

requisitos de procedibilidad a la pesquisa, la flagrancia, el 

descubrimiento, 	la delación, le denuncie, la autorización, 

ARRIA, Sets Fernando, El Procedimiento Penal en México, 
Décima Cuarta Edición, Edil. Kratos S.A. DE C.V. México, 
1992, Pág. GO 
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la excitativa y la querella mínima, sin embargo, dentro de 

nuestra normatividad mexicana, sólo son considerados como 

requisitos de procedibilidad la Denuncia, La Querell y la 

Excitativa; puesto que la pesquisa fue desterrada en forma 

afortunada por nuestro legislador quien prohibió la 

indagación sobre una población o provincia, o sobre una 

persona determinada, realizada con el objeto de averiguar 

quien o quienes habían cometido delitos, figura que fue 

aceptada en los siglos de hechicería y superstición. Otra 

figura que también fue desterrada de nuestro pais es la 

delación, ya que también se prohibió le averiguación nacida 

de un documento anónimo, en el que se denunciaba un delito, o 

de un documento en el que s• exigía reserva absoluta sobre la 

persona que hacia le denuncia (6). 

La flagrancia dentro de nuestro sistema jurídico no 

es considerada propiamente como requisito de procedibilidad, 

ya que si bien, nuestro miximo cuerpo de leyes permite que urp 

gobernado sea privado de su libertad al momento de estar 

cometiendo un delito (flagrancia); o bien, cuando después de 

ejecutado el hecho delictivo, el mismo es perseguido material 

• inmediatamente (cuasiflagrencia), o cuando en el momento do 

haberlo cometido alguien lo se5ala como responsable del 

delito (presunción de flagrancia); también lo es, que en 

ocasiones (como ocurre en los delitos perseguibles a petición 

6 RIVERA, Silva Manuel, El Procedimiento Penal, Déeimi* 
Edición, Edil. Porrúa, S.A., México, 190G, Pág. 97 
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de parte), no sólo basta que se haya sorprendido al 

delincuente al momento de la comisión del ilícito penal para 

que se de inicio el un procedimiento penal, sino que se 

requiere ademas, la petición de la parte directamente 

ofendida o de su legítimo representante; salvo el caso en el 

que el sujeto pasivo manifiesta ron posterioridad su deseo de 

que se inicie el procedimiento; sin embargo, cabe decir que 

el Código de Justicia Militar en el articulo 76, la 

flagrancia si es considerada como un requisito de 

prucedibilidad. 

• En base a las actuales reformas al Código Penal 

para el Distrito Federal en materia de Fuero Común y 

Para toda la Peoública en materia de Fuero Federal, 

asi como el Código de Procedimientos Penales para el 

Distrito Federal y al Código Federal de 

Procedimientos Penales, publicado en el 	Diario 

Oficial de la 	Federación en 13 de mayo de 1996, y 

que entraron en vigor el día siguiente, la 

presunción de flagrancia, ahora es considerada como 

le equiparación de la existencia de delito 

flagrante; y es cuando la persona es seAalada como 

responsable por la víctima, algún testigo presencial 

de los hechos o quien hubiere participado con ella 

en la comisión del delito; o se encuentre en su 

poder el objeto, instrumento o producto del delito; 

o bien, aparezcan huellas o indicios que hagan 
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presumir fundadamente su participación en el delito; 

o bien, aparezcan huellas o indicios que hagan 

pr.esumir fundadamente su participación en el delito; 

siempre y cuando se trate de un delito grave asi 

calificado por la ley, no haya transcurrido un plazo 

de 12 horas desde el momento de la comisión de los 

hechos delictivos, se hubiere iniciado la 

Averigueción Previa respectiva y no se hubiese 

interrumpido la persecución del delito. 

En cuanto, a le figura del descubrimiento, el 

tratadista MISMO SIERRA, lo acepte como requisito de 

procedibilidad, porque considera que éste es uno de los 

supuestos mis frecuentes que se presentan pare dar inicio ml 

procedimiento penal, figure que según su parecer, se presenta 

cuando un funcionario o agente de le policía sorprende a un 

sujeto en el momento de cometer el delito, opinión de la que 

nos permitimos diferir, ya que a nuestro parecer el profesor 

en cita trata de darle otro nombre a lo que nuestro 

legislador denominó flagrancia, la que puede llevar a cabo 

cualquier persona, sea particular o agente de le pulida, 

para lo cual se retoma la opinión que seruilamos al tratar al 

delito quemante, esto es, flagrante. 

La autoacusación, a nuestro perecer sólo puede ser 

considerada como una confesión, que presentada dentro de los 
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delitos perseguibles de oficio puede dar inicio a un 

procedimiento penal, lo que no procedería en los ilícitos 

señalados como perseguihles únicamente a petición de parte, 

salvo que, con posterioridad a la misma el ofendido en un 

delito manifieste su deseo de que se persiga al sujeto activo 

del mismo. 

1.1 LA DENUNCIA. 

Dentro de nuestro sistema jurídico es uno de los 

medios a través de los cuales se puede dar inicio el 

procedimiento y la cual puede definir', como la información 

hecha en forma verbal o escrita por cualquier persona ante el 

Ministerio Público sobre la posible comisión de un ilícito 

penal, misma que se realiza con el fin de que la 

Representación Social tenga conocimiento de ellos y punga en 

marche su función investigadora. 

De la 'interior definición podemos desprender los 

siguientes elementos: 

a) La información hecha por cualquier persona; 

b) Ante el Ministerio Público; 

c) Sobre la posible comisión de un ilícito penal; 
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d) Con el fin de que se ponga en marcha l.' 

función investigadora. 

a) LA INFORMACION HECHA POR CUALQUIER PERSONA. La 

denuncia es un comunicado realizado en forma oral o escrita 

que se encuentra desprovista de instancia, es decir, la misma 

puede ser proporcionada por cualquier persona, con 

independencia de que la realice directamente el ofendido o la 

víctima, u cualquier otro sujeto que tenga conocimiento de la 

posible existencia de un delito perseguible de oficio, sea en 

representación de una persona fisica o bien en representación 

de una persona moral, pués cabe advertir que al respecto no 

se llene ninguna diferencia entre las denuncias formuladas 

per las personas físicas y las realizadas por éstas en 

representación de una persona moral, ye que como se he 

•apuesto. la misma puede ser presentada por cualquier sujeto 

sea o no el pasivo del delito, siendo precisamente esta 

circunstancia le que diferencia e la denuncia de la querella. 

puesto que en la primera el sujeto que la realiza puede ser 

el directamente ofendido o la victime, o bien un sujeto 

extraigo. y basta que el Ministerio Público tenga conocimiento 

de ella pare iniciar le investigación de la posible comisión 

de un hecho delictuoso y se persiga al probable responsable 

del mismo. 

Es procedente la denuncia cuando es presentada por 

algún individuo perteneciente a una corporación policiaca, 

pues como hemos evpuesto, este requisito de procedibilided 
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puede ser presentado por cualquier persona, incluyendo 

también a los elementos policiacos. 

b) ANTE EL MINISTERIO PUBLICO. La denuncia debe ser 

presentada indispensablemente ante el Representante Social, 

en virtud de ser éste la Institución a quien le es 

encomendada le iniciación del procedimiento penal. "En 

efecto, teniendo por objeto la denuncia que el Ministerio 

Público se entere del quebranto sufrido por la sociedad, por 

la comisión de un delito, ea obvio que la relación de actos 

debe ser llevada a cabo ante el propio representante social". 

Debe ser realizada precisamente ante el Ministerio 

Público, puesto que a nivel Constitucional sólo a esta 

Institución le he sido encomendado el ejercicio de la fase 

indagatoria y persecutore, siendo por ello justificable, que 

sea precisamente él,quien reciba la denuncia, para así estar 

en posibilidad de llevar a cabo la práctica de las 

diligencias tendientes al acreditamiento de los elementos del 

tipo del delito de que se trate y le demostración de la 

probable responsabilidad de un individuo, para que en su caso 

• se esté en posibilidad de ejercitar le acción penal ante el 

Orean° Jurisdicente. 

e) SOBRE LA POSIBLE COMISION DE UN HECHO 

DELICTUOSO. En efecto, le noticio puesta en conocimiento del 

Ministerio Público debe recaer sobre la posible comisl4n de 
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un hecho presumiblemente delictuoso, pués sólo éstos (11,1, 

lugar a la apertura de la Averiguación Previa, ya que si lob 

hechos versan sobre situaciones diferentes tales como 

controversias civiles, mercantiles, o bien, como hechos no 

constitutivos de un delito, etc; la esencia de la 

Averiguación Previa se venia trastocada y desvirtuada, ye que 

la misma no podría ser vista como la primera etapa del 

procedimiento penal. 

d) CON EL FIN DE QUE SE PONGA EN MARCHA LA FUNCION 

PERSECUTORA. La denuncia tiene como fin que el Orean° 

Investigador realice todas y cada una de las diligencias 

pertinentes, a efecto de acreditar los elementos del tipo 

penal y la probable responsabilidad penal de una persona y •n 

su caso ejercitar su acción penal. El articulo 262 del Código 

de Procedimientos Penales pire el Distrito Federal establece 

que el Ministerio Público y sus auxiliares esté obligados a 

proceder de oficio a la averiguación de los delitos del Orden 

común de que tengan noticia, de lo que se colige que una vez 

presentada la denúncia, la Representación Social, sin más 

tramitará le práctica de les diligencies pertinentes para le 

acreditación de los presupuestos del ejercicio de la Acción 

Penal. 

La denuncia, además, de presentar los elementos 

antes sefialados, exige que el denunciante no sea anónimo ni 
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secreto, y obviamente con el fin de que el inculpado logre 

una mejor defensa al saber quien es la persona que lo acusa. 

Otra exigencia de la denuncia la constituye el 

hecho de que ésta sólo es el motor generador del Ministerio 

Público investigador en tratando.. de delitos perseguibles de 

oficio, lo cual significa que para su presentación no se 

requiere le anuencia o permiso del ofendido, pués como ya 

hemos apuntado, la misma puede ser presentada por cualquier 

persona 11104 o no sujeto pasivo del delito; es decir, de 

acuerdo a lo s'Astado en el articulo 262 del Código Adjetivo 

Penal, baste con que el Ministerio Público tenga conocimiento 

por cualquier .persona de la probable comisión de hecho 

delictuoso, pera que oficiosamente practique las diligencias 

pertinentes pera la debida integración de la averiguación 

previa, no obstante que no haya sido el ofendido o le víctima 

quien haya manifestado tal denuncie. 

Dentro del teme de le denuncia surge le pregunta de 

si el presentar la misma constituye una obligación o una 

facultad potestativa, debiendo.. seAalar que en el Código de 

Procedimientos Penales del Distrito Federal no se previene 

nada al respecto, por lo que debemos concluir que dentro del 

fueron común la presentación de una denuncia sólo constituye 

una facultad discrecional¡ situación que no acontece dentro 

de la materia Federal, en atención a que en ésta, el Código 

Federal de Procedimientos Penales en sus artículos 116 y 117, 
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señalan que la presentación de la denuncia si constituye una 

obligación, surgiendo en este aspecto la incógnita planteada, 

sin embargo, a nuestro parecer, lo obligación contemplada en 

los numerales referidos no constituyen en esencia una 

obligación propiamente dicho, toda vez que paro que, ello 

ocurra se requiere indispensablemente que el incumplimiento 

de una obligación traiga aparejada una sanción, situación que 

no previenen los artículos señalados. ya que los mismos sólo 

hacen referencia e que la presentación de la denuncia 

constituye una obligación, pero no propone sanción alguna 

pare su cumplimiento, por lo que a nuestro parecer, la 

presentación de le denuncia tanto •n materia Federal como en 

el Fuero Común constituye una mera facultad discrecional. 

Como conclusión: la denuncia es un requisito de 

procedibilldad definido como el comunicado roa:Med° por 

cualquier persone ante el Ministerio Público de la posible 

realisación de un hecho delictuoso perseguible de oficio, con 

el 'propósito de que dicho ()ruano realice su actividad 

investigador. y persecutora. 

1 
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1.4 LA QUERELLA. 

La Querella es otra figure que dentro de nuestro 

sistema jurídico se considera como requisito de 

procedibilidad; y al hablar de la misma es necesario 

distinguir entre querella simple y querella necesaria; siendo 

la primera, le narración de hechos presumibles como 

constitutivos de un ilícito penal realizada por cualquier 

persona en forma oral o escrita ante el Titular de Acción 

Penal; por ello, ésta es, un concepto sinónimo de denuncie; 

en cambio, la querella necesaria, y de la cual nos ocuparemos 

en el presente trabajo, puede ser definida como 14 exposición 

o narración realizada en forma oral o escrita directamente 

por el propio ofendido o por su legitimo representante ante 

el Ministerio Público sobre actos constitutivos 

presumiblemente como delitos y seAelados por la ley como 

perseguibles a instancia de parte, con el manifiesto deseo de 

que se investiguen los mismos y se persiga al presunto 

responsable de éstos. 

De lo anterior, se pone de manifiesto que la 

querella necesaria presenta los siguientes elementos: 

e) Exposición o narración de hechos realizada en 

forma oral o escrita directamente por el propio ofendido o 

por su legitimo representante ante el Ministerio Público; 



1- 

19 

b) Sobre actos constitutivos presumiblemente como 

delitos y señalados 	por la ley como perseguible a 

instancia de parte; 

c) El 	manifiesto deseo de que se investigue la 

posible comisión de 	un hecho delictivo y se persiga al 

probable responsable de éste. 

a) EXPOSICION O NARRACION DE HECHOS REALIZADA EN 

FORMA ORAL O ESCRITA DIRECTAMENTE POR EL PROPIO OFENDIDO O 

POR SU LEGITIMO REPRESENTANTE ANTE EL MINISTERIO PUBLICO. La 

querelle necesaria denominada dentro de nuestro sistema 

jurídico únicamente querella, tiene la peculiaridad de que es 

un derecho potestativo del sujeto pasivo, porque éste, puede 

o no, si así es su deseo, dar de su consentimiento para que 

se investigue la posible comisión de un hecho delictivo y de 

que, se persiga al probable responsable del mismo; la 

querella debe ser realizada o presentada necesariamente por 

la persona o personas ofendidas de un delito, en virtud de 

que el legislador ha considerado que existe una serie de 

delitos donde la publicidad de los mismos puede causar un 

daño mayor al ofendido, que la ocultación de los mismos, por-

lo que se concede la oportunidad de que su conocimiento sea 

una facultad discrecional, lo que significa que si son 

eKternados por otras personas no se habrá cumplido con el 

requisito de procedibilidad, pués la misma, como ya se ha 
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expuesto, requiere indispensablemente ser presentado por el 

directamente ofendido o por su legitimo representante ante el 

Ministerio Público; de lo contrario, el requisito antes 

mencionado no se habr.. cumplido. 

Por otra parte, la narración debe también, el igual 

que en la denuncie ser presentada ante el titular de la 

acción penal, porque a éste se le encarga el inicio 

respectivo del procedimiento penal. 

b) SOBRE ACTOS CONSTITUTIVOS PRESUMIBLEMENTE,COMO 

DELITO Y SEÑALADOS POR LA LEY COMO PERSEGUIBLES A INSTANCIA 

DE PARTE. Al igual que en la denuncia, la 	ión de hechos 

debe versar necesariamente sobre un posible hecho delictuoso; 

de lo contrario, no serie posible que el Organo Investigador 

pusiere en marcha su función investigadora y persecutora; sin 

embargo, en tratando,* de la querelle, se exige que ese hecho 

delictuoso se contemple como perseguible e petición de parte 

ofendida. 

c) EL MANIFIESTO DESEO DE QUE SE INVESTIGUE LA 

POSIBLE COMISION DE UN HECHO DELICTIVO Y QUE SE PERSIGA AL 

PROBABLE RESPONSABLE DEL MISMO. Este deseo debe ser 

manifestado directamente por el ofendido o por su 

representante legal; en c.,~ contrario el Ministerio Público 

no podrá oficiosamente poner en marcha su función persecutora 
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e investigadora, por ende, no podrá proseguirse con la 

secuela procedimental. 

Además de los elementos antes mencionados cabe 

expresar que la querella tiene como característica que al ser 

ésta una facultad potestativa, admite el perdón del ofendido, 

es decir, el sujeto pasivo cuenta con la opción de elegir si 

quiere o no expresar su deseo de que se investigue un delito 

y se persiga al que presumiblemente lo cometió; por ende, 

también cuenta con la facultad de que una vez expresado dicho 

deseo pueda otorgar el perdón a la persona o personas que 

cometieron dicho delito, sin embrago, cabe mencionar que esta 

facultad tiene ciertas limitaciones como lo son el hecho de 

que debe presentarse antes de que el Ministerio Público 

ejercite su acción penal, ello en la fase de Averiguación 

Previa, o bien, ante el Organo Jurisdiccional antes de 

dictarse sentencia de segunda instancia; además, sin que sea 

necesario para tal efecto la aceptación por parte del 

inculpado del citado perdón.. 

Otra característica que debe destacarse es la 

divisibilidad de la querella con la cual queremos referir que 

la querella sólo puede alcanzar a un sujeto, aunque sean 

varios los presuntos responsables, por ende al ser la 

querella divisible, también podemos hablar de que el perdón 

que extingue ésta también es divisible, ye que si existen 

varios ofendidos, cada uno de ellos contará con la facultad 
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de perdonar d un encausado, o bien, para el caso de que 

existan varios inculpados, el perdón sólo benefil.isra d aquél 

a cuyo favor _e haya otorgado. 

Esta divisibilidad se presente con cierta 

frecuencia en los delitos porseguibles a petición del sujeto 

pasivo y se observa en los siguientes casos: 

a) En un sólo hecho, presuntamente constitutivo do 

uno o varios delitos, aparecen como indiciado* dos o mis 

sujetos; y 

b) Mediante un sola conducta realizada por un único 

sujeto se producen varios resultados probablemente 

integrantes de figuras típicas. 

En la primera hipótesis sucede que el ofendido, 

manifieste querellar*e contra uno de los Indiciados pero no 

contra otro u otros; en le segunda, sucede que el ofendido se 

querella por la lesión juridiea sufrida por uno de los 

ilícitos, pero no por todos. 

La querella es divisible en virtud de que este 

Institución tiene el carictet de derecho potestativo y como 

tal, el titular de ese derecho puede ejercitarlo con 

libertad, espontaneidad y discrecionalidad, ya que en caso 
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contrario no se estaría en presencia de un derecho 

potestativo. 

La querella constituye una facultad discrecional, 

la cual según lo previsto por el artículo 264 del Código 

Adjetivo para el Distrito federal, bastará que el ofendido 

manifieste verbalmente su queja, no obstante que el mismo sea 

menor de edad; y tratandose de incapaces, dicha exigencia le 

podrán satisfacer, los ascendientes y a falta de éstos, los 

hermanos o los que representen a aquéllos legalmente; pero 

cuando la víctima por cualquier motivo no •e pueda expresar, 

los legitimados para presentar la querelle, según el numeral 

antes aludido, lo serán las personas previstas por el 

articulo 30 bis del Código Penal *articulo 30 bis*, tienen 

derecho a le reparación del dato en el siguiente orden: 1.-

El ofendido; 2.- En caso de fallecimiento del ofendido, el 

cónyuge supérstite o el concubinario o concubina, y los hijos 

menores de edad; a taita de éstos tos demás descendientes y 

ascendientes que dependieran económicamente de él el momento 

del fallecimiento*. 

Y en tratandose de personas morales, las querellas 

podrán ser formuladas por apoderado que tenga poder general 

para pleitos y cobranzas con clausula especial, sin que sea 

necesario acuerdo previo o ratificación del consejo dm 

administración o de la asamblea de socios o accionista, ni 

poder especial para el caso concreto. 
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Por lo que toca a la Ley Adjetive Federal, ésta al 

tratar el tema de la querella de menores de edad o de 

incapaces, en su artículo 115, establece lo siguiente: 

"Cuando el ofendido sea menor de edad, pero mayor de 16 años, 

podrá querellarse por si mismo o por quien esté legitimado 

para ello. 7ratandose de menores de esta edad o de otros 

incapaces, le querella se presentará por quienes ejerzan la 

patria potestad o la tutela". 

De lo anterior podemos deducir en forma acertada 

que las personas que pueden presentar querella son: 

e) El Ofendido. Definiéndolo como toda persona que 

haya sufrido algún perjuicio con motivo del delito, debiendo 

distinguirse aquí entre ofendido y víctima, siendo el primero 

"la persona física que reciente directamente le lesión 

jurídica en aquéllos aspectos tutelados por el derecho 

penal", y el segundo, "aquél que por razones sentimentales o 

de dependencia económica con el ofendido resulta afectado con 

la ejecución del hecho ilícito" (7), sin embargo, cabe 

expresar que nuestra ley no hace distinción entre ambas 

figuras, ya que habla exclusivamente y en forma genérico del 

ofendido, pués incluso aduce que se reputar& parte ofendida 

para tener por satisfecho el requisito de la querelle 

7 COLIN, Sénchez Guillermo, Derecho Mexicano de 
Procedimientos Penales, Quinta edición, Edit. Porrúa S.A., 
México 1979. Pág. 192 y S. 
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necesaria a la víctima o titular del bien jurídico lesionado 

o puesto en peligro por la conducta imputada al indiciado. 

b) El legitimo Representante. También se debe 

entender como representante legal, esto es, la facultad 

otorgada expresamente por la ley a determinadas personas para 

que las mismas funjan como representantes de personas 

consideradas por la ley como carentes de capacidad legal o 

natural; encontrando.. en este supuesto los incapaces, los 

que serin representados segúnla codificación del fuero común, 

por sus ascendientes y e falta de éstos por los hermanos o 

las persones que los representen legalmente; y según la 

legislación federal adjetive, por quienes ejerzan le tutela 

c) El Apoderado. El apoderado es otra de las 

persones que la ley acepta corno representante entrantandose 

de personas morales, definiendulo como todo aquél individuo 

que tenga poder para pleitos y cobranzas con cléusula 

especial, sin que sea necesario acuerdo previo o ratificación 

del consejo administrativo o de la asamblea de socios o 

accionistas ni poder especiel para el caso concreto. 

d) La Representación Voluntaria. El representante 

voluntario es otra de las personas por nuestra legislación 

como representante facultado par•. presentar querellas y se 

presenta en el caso de las personas físicas considerando como 

tal a toda aquella persona con atribución legal suficiente 
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para intervenir en determinados actos jurídicos, atribución 

que le es otorgad* por aquella persona física con plena 

capacidad de goce y ejercicio. Para que pueda ejercerse la 

representación voluntaria, al igual que el apoderado %e 

requerirá que el mismo tenga poder general para pleitos y 

cobranzas con cláusula especial; al representante voluntario 

la propia legislación lo exceptúe pare presentar querellas en 

tratando*• de delitos de privación Ilegal de la libertad con 

propósitos sexuales, estupro y adulterio. 

Como se observa, la ley otorga amplias facultades 

para que le querella puede ser presentada sin necesidad de 

que acude ante el Ministerio Público el directamente ofendido 

sin que por ello se estime que no ha sido cumplida 

correctamente le querelle. 

FO8MA pE LA QUERELLA.  

Le querella puede presentarse verbalmente por 

comparecencia directa ante el Agente del Ministerio Público o 

por escrito, en el primer caso, deberá asentarse por escrito, 

anotandose previamente los datos generales de identificación 

del querellante, entre los cuales deberá incluirse la 

Impresión de la% huellas digitales en el documento en que se 
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registre la querella, así mismo deberá comprobarse la 

personalidad del querellante con forme a lo prescrito por el 

articulo 264 del Código de Procedimientos Penales; y en el 

segundo caso, también previa torna de generales deberé 

ratificar su citado escrito; iniciandose ya, así la 

averiguación respectiva. 

1.1 LA EXCITATIVA 

La excitativa es una figura del derecho Italiano 

consistente •n una petición de que se inicie una causa, un 

procedimiento. Existen ciertos delitos que afectan a la 

autoridad y tienen cerect•r especial, en los cuales es 

necesario el requerimiento de determinada autoridad para que 

se inicie un procedimiento, siendo precisamente la excitativa 

el medio empleado en estos casos, la excitativa dentro de 

nuestro sistema jurídico es uno de los medios considerados 

por nuestra ley corno requisito de procedibllided que 

encuentra su fundamento legal en el artículo 360 fracción II 

del Código Penal y que ha sido definida como la petición que 

hace el representante de un pais extranjero para que se 

proceda en contra de quien a proferido injurias al gobierno 

que representa o a sus agentes diplomáticos. (8). 

8 IBID. Pág. 263 
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Advierto que la excitativa presenta los siguientes 

a) La 	petición realizada por el representante de 

un pais extranjero. 

La excitativa tiene corno requisito indispensable 

que la misma sea realizada por el representante de un pais 

extranjero (embajadores, cónsules, diplom4ticos, etc.); de lo 

contrario no se presentarla una excitativa, sino cualquier 

otro tipo de requisito de procedibilidad. 

b) Par, que se .proceda en contra de quien a 

proferido injurias al gobierno que representa u a sus agentes 

diplomáticos. 

La excitativa sólo procede cuando una persona • 

injuriado al país de quien la presenta, o bien cuando se ha 

injuriado a un agente diplomático, de lo que se deduce que le 

excitativa sólo procede en el delito de injurias y cuando 

ésta sea realizada contra un país o un agente de la 

diplomacia. 

1 



CAPITULO II 

LLACCIOL2LNAL. 

2.1. LA ACCION PENAL, (CONCEPTO). 

En principio, el precisar el concepto de acción 

penal, resulta en verdad controvertido; es un problema en el 

que aún no hay un criterio uniforme en la doctrina, ye que 

tan alilo el concepto de acción es uno de los temas má•l. 

complicados de le teoría del proceso, y ésto porque se le ha 

definido de divertlot maneras; así, tenemos que para Guisseppe 

Chloventle, la acción es 'El poder jurídico de hacer efectiva 

la condición para le actuación de la voluntad de la ley' (9). 

Para Francesco Carnelutti, la acción es un derecho 

al juicio y no un derecho el juicio favorable; un derecho al 

derecho independientemente de los resultados de la sentencia; 

9 CIT. por Miguel Angel Castillo Soberanee. El monopolio del 
Ejercicio de le Acción Penal del Ministerio Público en 
México, Edit. UNAM, México 1992, Pég. 35 

29 
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viene e ser el derecho que tiene todo individuo para 

solicitar a la función jurisdiccional competente que incre un 

proceso judicial en orden e declarar si tuvo o no derecho 

subjetivo material violado que reclamar; es decir, entiende 

la acción como un derecho subjetivo procesal de las partes 

frente al juez, frente el titular del Organo Jurisdiccional. 

(10) 

La acción, nos dice el maestro Castillo Soberanee, 

es la posibilidad o facultad de hace►• alguna cose; es decir, 

le manera de poner en marcha el ejercicio de un derecho. Esté 

constituida por el acto o conjunto de actos por los cueles se 

recurre al poder judicial para pedir alguna cosa en juicio 

(11),. 

Por último Eugenio Florien, al referirse sobre el 

concepto de le acción penal, refiere: "si contemplamos el 

organismo del proceso veremos manifestarse la exigencia de 

una actividad a incoar el proceso, a pedir la aplicación de 

la ley penal en cada caso concreto. Esta exigencia es la que 

hace surgir le acción penal, la cual se puede considerar como 

el poder jurídico de evitar y promover la decisión del Organo 

Jurisdiccional sobre una determina relación de derecho penal. 

Paralelamente, la acción penal consiste en la actividad que 

10 CARNELUTT1, Francesco, Cuestiones Sobre el Derecho Penal, 
Trad. Santiago Sentís Melendo, Edil. jurídica:: Europa, 
América, Buenos Aires 1181. P.P. 31 y 32 
11 Op. cit CASTILLO Soberanos, Miguel Angel Pág. 35 
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se despliega con tal fin. La acción penal domina y da 

caracter a todo proceso; lo indica y lo hace avanzar hasta su 

meta (la sentencia). La acción penal es la energía que anima 

todo el proceso". (12) 

Por las definiciones citados, los autores 

consideran la acción como un poder, como un derecho o como 

una facultad; nosotros definiremos el ejercicio de la acción 

penal, corno una de las resoluciones a que llega el Ministerio 

Público corno autoridad administrativa, después de beber 

practicado todas y cada una de las diligencies pertinentes y 

necesarias, para el acreditamiento dr los elementos 

integradores del tipo penal de que se trate, así como la 

probable responsabilidad de uno o varios individuos en su 

comisión. Ejercicio de la acción penal, que en la práctica se 

ve concretizado con el pliego consignatorio que se hace ante 

el °raen* Judicial y con el cual se pone en marcha al Orean° 

Jurisdiccional. Al respecto resulta aplicable la tesis 

jurisprudencia que a la letra reza lo siguiente: 

"ACCION PENAL, EJERCICIO DE LA.- El ejercicio de la 
acción penal se realiza cuando el Ministerio Público 
ocurre ante el juez y le solicita que se evoque al 
conocimiento del caso; y la marcha de esa acción 
pasa durante el proceso por tres etapas: 
investigación, persecución y acusación. La primera 
tiene por objeto preparar el ejercicio de la acción 
que se fundará en las pruebas obtenidas; en la 
persecución hay ya ejercicio de la acción ante los 
tribunales y es lo que constituye la instrucción, y 

12 FLORIAN, Eugenio, Elementos de Derecho Procesal Penal, 
Trad. L. Prieto Castro, Edil. Bosch, Ronda de la Universidad, 
Barcelona 1934, P.P. 172 y 173 
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en la tercera, o sea, la acusación, la exigencia 
punitiva se concreta. Y el Ministerio Público puede 
Ya establecer con precisión las penas que serán 
objeto de análisis judicial, y por lo mismo esta 
etapa es la que constituye le esencia del juicio, ya 
que en ella pedirá, en su caso, la aplicación de las 
sanciones privativas de libertad y pecuniarias, 
incluyendo en éstas la reparación del daño, sea por 
concepto de indemnización o de restitución de la 
coas obtenida por el delito*. (Sexta época, Segunda 
Parte, Volumen XXXIV, Pág. 9, A.D. 746/60, Luis 
Castro Malpica, Unanimidad de cuatro votos). 

2.2. CONSIGNACION CON DETENIDO. 

Nuestra codificación adjetiva es clara y 

contundente al determinar que cuando aparezca de la 

averiguación previa, que existe denuncia u querella, que se 

han reunido los requisitos previos que en su caso exige la 

ley y que se han acreditado los elementos del tipo y le 

probable responsabilidad del indiciado, el Ministerio Público 

ejercitará le acción penal ante el °romo Jurisdiccional que 

corresponda; y ésta puede ser en un primer supuesto con 

detenido. 

En estos términos, una vez que el juzgador recibe 

la citada consignación con detenido, inmediatamente y !ir, 

demora alguna dictaré un auto, llamado de radicación o cabeza 

de proceso, en el que se contendrán las circunstancias 

siguientes: 
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a) En primer lugar, deberá tenerse por recibida la 

averiguación previa correspondiente, en 1* que el Ministerio 

Publico consignador ejetci14 la acción penal respectiva, en 

contra de uno o varios inculpados, por la presunta comisión 

de uno o varios Ilícitos penales. 

b) En segundo termino, se ordenará que la 

averiguación previa se anote en el libro de gobierno que para 

tal efecto se lleva en todo juzgado, bajo el número de 

partida que le corresponda. 

c) Asimismo, se ordena dar al Ministerio Público de 

la adscripción la intervención legal que le competa. 

d) En cuarto lugar, aviso a la superioridad. 

e) En quinto termino, y cumpliendo con una garantía 

constitucional enmarcada en el numeral 16 párrafo sexto, se 

ratificará la detención que del inculpado se haya realizado 

en la etapa investigadora. 

En nuestra legislación existen dos tipos de 

detención, practicadas en la etapa indagatoria, mismas que el 

Organo Judicial deberá ratificar al momento de que es puesto 

a su disposición el infractor mediante la consignación, esto 

es, deberá ratificar si efectivamente el probable responsable 

fue detenido en flagrancia u notoria urgencia, que son los 
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dos únicos supuestos en que el Ministerio Público puede 

detener al presunto responsable. 

En este sentido se hace necesario, entender en 

primer término la flagrancia y en segundo lugar la notoria 

urgencia. Por lo anterior se establece que en bese al 

articulo 26/ del Código de procedimientos Penales para el 

Distrito Federal, por flagrancia se entiende no sólo cuando 

la persone es detenida en el momento de estar cometiendo el 

delito, sino cuando, después de ejecutado el hecho 

delictuoso, el inculpado es perseguido materialmente o cuando 

•n el momento de haberlo cometido, alguien lo se5ala como 

responsable del mismo delito, y se encuentra en su poder el 

objeto del mismo, el instrumento con que aparezca cometido o 

huellas o indicios que hagan presumir fundadamente su 

culpabilidad. 

En otro apartado de ideas, por caso urgente •n base al 

numeral 26S del mismo Ordenamiento legal antes invocado, 

surge cuando: a) se trate de delito grave, asi calificado por 

la ley; b) que exista riesgo fundado de que el indiciado 

pueda sustraerse a la acción da la justicia; y e) que el 

Ministerio Público no pueda ocurrir ante la autoridad 

judicial por razón de la hora, lugar u otras circunstancies. 

En otras palabras., una vea que el Juez que conoce 

de la causa respectiva, antes de cualquier otra diligencia, 
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en el auto de radicación deberá analizar si efectivamente el 

Ministerio Público para la detención del indiciado cumplió 

con los dos extremos mencionados; en caso de así, haberlo 

hecho el Organo Investigador, el citado Organo JurisdiLente 

ratificar& la detención ordenando también en el citado auto, 

se practiquen todas las diligencies necesarias hasta la total 

terminación del procedimiento, iniciandose obviamente con la 

toma de la declaración preparatoria y la resolución de su 

situación jurídica; en ceso de que el juzgador observe que no 

se surten estos requisitos, obviamente no ratificará ese 

detención y dicterl la libertad del imputado con las reservas 

de ley. 

Dentro de esta faceta, el juzgador en ningún 

momento entra el estudio del fondo del asunto, esto es, no se 

estudian las constancias probatorias que integren la 

averiguación previa, ni tampoco si se encuentran acreditados 

o no los elementos del tipo penal de que se trate u la 

probable responsabilidad penal del indiciado; concretanduse 

únicamente el instructor a determinar en forme fundado y 

motivada que la detención que se hizo del consignado no fue 

apegada a las normas establecidas por nuestra Carta Magna; 

por consiguiente y en vía de enmendar las irregularidades del 

Ministerio Público Investigador, decreta su libertad con las 

reservas de ley, abriéndose la paute para que el Ministerio 

Público en su momento haga la solicitud respectiva de une 

Orden de Aprehensión, siendo de este modo, que el ser 
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procedente la orden de capture, Sr ilitiriedrá la 

constitucionalidad de la detención del indiciado. 

2.3 CONSIONACION SIN DETENIDO. 

En el supuesto de que el Ministerio Público 

Investigador considere que en la Averiguación Previa existen 

pruebes suficientes que acrediten los elementos integradores 

de algún tipo penal y la probable responsabilidad de un 

sujeto que no se encuentra detenido, procederó a formuler el 

ejercicio de le moción penal sin detenido, solicitando dicha 

Aepres•ntacián Social en su pliego consignatorio 

correspondiente, le respectivo orden de aprehensión en caso 

de que el delito por el cual se esté ejercitando la acción 

penal, amerite pena privativa de libertad; y pare el caso de 

que el ílicito Penda ~write pena alternativa o no privativa 

de libertad, procederá el requerimiento de una orden de 

comparecencia. 

Preciso nos parece determinar que las actuales 

reformas al Código de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federo!, nos plantean dos momentos diversos tratandose de 

consignación sin detenido, tales como: 
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a) Cuando la consignación sin detenido se trata de 

delito grave o delincuencia organizada. 

En este supuesto el juzgador que conozca de 

causa, tendr4 la obligación de radicar inmediatamente el 

asunto y dentro de las 24 horas siguientes tendrá quo 

resolver sobre el pedimento de la orden de aprehensión 

requerida. 

Cierto es que el motivo de las reformas a estos 

planteamientos es por politica criminal, así romo por 

situaciones de Impunidad; y que el sentir del legislador en 

el sentido de que por tratarse de un delito grave tanto para 

la comunidad, como para el derecho, exige necesariamente la 

prontitud del juzgador para el libramiento de la Orden de 

Aprehensión, y así el delincuente cuente con menos tiempo 

para sustraerse a la acción de la justicia; a nuestro 

criterio son planteamientos sumamente atractivos, pero no 

dejamos de pensar que es como legislar en el mire, en virtud 

de que se exige prestenza y celeridad en el Organo Judicial, 

olvidando,* por completo que desde el momento en que mm 

presentó la denuncia ante la autoridad administrativo y hasta 

le fecha en que se ejercita la correspondiente acción penal, 

transcurre con exageración un tiempo mucho mayor del que se 

le da al juzgador para el llbramientu de la urden de captura 

mencionada, tiempo en que el delincuente obviamente ya se 

sustrajo a la acción de la justicia. 



2.4. RESOLUCIONES DEL °ROANO JURISDICCIONAL. 

Tal como se ha sostenido con antelación, el auto de 

radicación es la primer resolución que dicta el Organo de la 

Jurisdicción. 

Cuando no ha detenido el Juez en el auto de 

radicación deberé ordenar entrar al estudio y .análisis 
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b) Cuando la consignación es sin detenido y no se 

trata de delito grave o delincuencia organizada, el juez que 

conozca dr le causa, contará con un plazo dr 3 días hábiles 

contados a partir de la fecha en que se haya realizado la 

consignación sin detenido para dictar el correspondiente auto 

de radicación; contando así también, con un término de 5 días 

comúnes y contables e partir de la fecha de su radicación 

pare negar o librar la orden de aprehensión o en su caso de 

comparecencia, solicitadas por el Organo Indagador en el 

citado pliego de consignación. 

En la inteligencia de que en ambas situaciones, si 

el Juez de la causa no llegara a radicar el asunto en los 

plazos y términos fijados, el Ministerio Público de le 

adscripción, podrá recurrir en queja ante l* Sala Penal del 

Tribunal Superior de Justicia revisora. 



judicial en la que, con base en el pedimento del Ministerio 

Público y satisfechos los requisitos del articulo 16 

Constitucional, se ordene la captura de un sujeto 
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detenido de las diligencias de averiguación previa, para 

estar es aptitud de obsequiar la Orden de Aprehensión o 

Comparecencia o negarlas; el Juez también deberá tomar en 

cuenta el pedimento del Ministerio Público, y si los hechos 

ameritan sanción corporal o si por el contrario, se sancionen 

con pena alternativa, puesto que ambas situaciones derivan 

hacia consecuencias jurídicas diferentes: en el primer caso, 

previa la satisfacción de los requisitos que en lo conducente 

señala el artículo 16 Constitucional, procederá una Orden de 

Aprehensión; en el segundo supuesto •l libramiento de una 

Orden de Comparecencia, ambas para lograr la presencia del 

sujeto ante el Juez. 

t.4.1. OADEN BE APRENENSION. 

Aprehender viene del latín prehensie, que denota la 

actitud de coger, de asir. En the-mino* generales se debe 

entender por aprehensión, el acto material de apoderarse de 

una persona privandola de su libertad. 

Desde el punto de vista procesal, es una resolución 
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determinado, para que seo puesto, de inmediato, a disposici6n 

de la autoridad que lo reclama u requiere, con el fin de que 

conozca todo lo referente e la conducto o hecho que se le 

atribuye. (13) 

Ahora bien, se comprenderá que la Orden de 

Aprehensión consiste en el mandato que de el juzgador para 

privar de la libertad en forma legal e un individuo, pues ea 

la única autoridad facultad constitucionalmente para dictar-

una orden de tal naturaleza, exceptuandose en consecuencia a 

la autoridad administrativa para el libramiento de la Dedeo 

aludida; corroborandose lo anterior con las siguientes 

opiniones jurisprudenciales: 

"ORDEN DE APRENENS1ON.- Sólo puede ser librada por 
le autoridad judicial, con sujeción estricta a lo 
preVisto por el articulo lt de la Constitución, sin 
que pueda bastar para fundarle el dictamen Jur•idico 
de una oficina si no se concretan en él hechos 
punible, o imputables al ;acusado.* (Quinta época, 
Tomo XVI, Pág. 348, Nava Luis R.). 

*ORDEN DE APREHENS1ON.- Si respecto de une persona 
hubieren datos que hagan presumir a las autoridades 
administrativas que es responsable de un hecho 
delictuoso, lo que deben hacer es consignarla al 
Ministerio Público, para que, si este lo juzga 
procedente, solicite de la autoridad judicial la 
Orden de Aprehensión." (Quinta Epoca, Tomo XVIII, 
014g. 1019, Moreno Andrés). 

"ORDEN DE APREHENSION.- Sólo podrá librarse por la 
autoridad judicial, y mediante los requisitos 
exigidos por el articulo 16 de la Constitución, sin 

13 Op. Cit. ZOL1N, linche?: Guillermo, Pág. 288. 

r. 
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que entre dichos requisitos este la previa 
comprobación del cuerpo del delito, bastando, por lo 
que toca a le declaración testimonial, la de un sólo 
testigo que apoye suficientemente la acusación." 
(Quinta Epoca. Tomo XIX, Pág. 1102. Concha 
Fernando). 

"ORDEN DE APREHENSION. AUTORIDAD COMPETENTE PARA 
DICTARLA.- El alcance del concepto "autoridad 
competente", que emplea el articulo 16 do la 
Constitución Federal, se refiere a la autoridad o lo 
que debe ser consignado el responsable, una vez 
aprehendido; y, en consecuencia a le competente 
también para decretar el auto motivado de prisión o 
de libertad, en sus respectivos casos." (Quinta 
Epoca, Tomo XLIII, Pág. 760, Trejo Anguiano Moisés). 

"ORDEN DE APREHENSION.- el Ministerio Público no 
está constitucionalmente facultado para dictar 
órdenes de aprehensión, y por lo mismo, cuando se 
reclama contra un acto de esta natureleta, el 
quejoso no tiene porque comprobar su legalidad, ya 
que ésta deriva de le incapacidad legal .de le 
autoridad responsable para ejecutarlo, • igualmente 
son violetorios de garantías los actos de las 
autoridades que tiendan • ejecutar la orden de 
aprehensión librada por el Ministerio Público." 
(Quinta Epoca, Tomo LXXIII, Pág. 2480, Vega Jorge 
Francisco). 

En el mismo orden de ideas, el fundamento legal 

para el libramiento de une orden de aprehensión lo 

encontramos en los artículos 16 Constitucional, 132 y 166 del 

código de Procedimientos Penales pera el Distrito Federal y 

Federal, en forma respectiva, al establecer en lo conducente 

que: 

ARTICULO 16 CONSTITUCIONAL, PARRAFO SEGUNDO: "No 

podrá librarse Orden de Aprehensión sino por la autoridad 

judicial y sin que preceda denuncia, acusación o querelle de 

r. 
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un hecho determinado que la ley señale como delito, 

sancionado cuando menos con pena privativa de libertad y 

existan datos que acrediten los elementos que integran el 

tipo penal y Id probable responsabilidad del inculpado". 

ARTICULO 132 DEL CODIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES: 

'Para que un Juez pueda libar Orden de Aprehensión, se 

requiere: I.- Que •l Ministerio Público le haya solicitado. 

y; II.- Que se reunan los requisitos fijados por el artículo 

16 de la Constitución Federal". 

ARTICULO 155 DEL CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS 

PENALES: 'Cuando estén reunidos los requisitos del articulo 

1$ Constitucional. el Tribunal librará Orden de Aprehensión, 

r•aprehensión o comparecencia, según el caso, 

inculpado, a pedimento del Ministerio Público. 

contra el 

La resolución respective contendrá une relación 

suscinta de los hechos que la motiven, sus fundamentos 

legales y la clasificación provisional que se haga de los 

hechos delictuosos, y se transcribirá inmediatamente ml 

Ministerio Público, para que éste ordene a la policial su 

ejecución". 

De lo anterior, se deduce en forma clara que los 

requisitos que debe reunir el juzgador para el libramiento de 

una orden de captura son: 
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1.- Que e:,:istal una denuncia o querella; 

11.- Que la denuncia o la querella sean sobre un 

hecho determinado que la ley seriale como delito, sancionado 

con pena de privativa de libertad (pena corporal); 

111.- Que se encuentren acreditados los elementos 

integradores del tipo penal y le probable responsabilidad del 

inculpado; y 

IV.- Que la solicite el Ministerio Público. 

1.- Respecto del primer requisito, es decir, de que 

exista una denuncia o querello, para el libramiento de una 

orden de aprehensión no basta para fundarla el dictamen 

Jurídico de una oficina, sino que deben existir hechos 

punlbles • imputables al acusado, pera lo cual nuestra 

Constitución autoriza como únicos medios lícitos de provocar 

le actividad investigadora del Ministerio Público, la 

denuncia, la acusación o la querella. 

FI Ministerio Público está obligado a proceder de 

oficio • la investigación de algunos delitos, condicionando», 

esta investigación a que, previamente, le autoridad 

ministerial tenga noticia de que se ha cometido algún evento 

delictivo y esa noticia llegare su conocimiento 
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necesariamente mediante una denuncia o en su COSO alguna 

querella. 

JURISPRUDENCIA APLICABLE.  

"ORDEN DE APREHENSION.- La sola acusaci6n del 
Ministerio Público salo podré servir de base para 
abrir una averiguación criminal, más de modo alguno 
para mandar e aprehender al acusado sin le acusación 
no esti sostenida por datos que prueben la 
ewistencia del delito, los elementos que lo 
constituyen y que demuestren la presunta 
responsabilidad del mismo acusado.*  (Quinte Epoca, 
tomo XIX, Pág. 16, Guzmán Quintero Mauro). 

*DENUNCIA O QUERELLA, ORDEN DE APREWNSION SIN, Y 
DETENCION SIN ORDEN JUDICIAL.- Si el concepto dr 
violación esgrimido se hace consistir en que en el 
proceso no *viste denuncia o querella contra el 
acusado, debe decirse que si ésto constituye un 
requisito para librar orden de aprehensión o 
detención, la primera sala de le Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, no esté en posibilidad de 
ocuparse de dicha violación, ya que legalmente sólo 
le es permitido conocer de violaciones contra las 
leyes que regulan el procedimiento, entre las cuales 
no se encuentra aquélla, o de las violaciones de 
garantías cometidas en la sentencia reclamada. Lo 
mismo debe *firmarse respecto a la detención sin 
orden de autoridad Judicial, pues h•sto último debió 
ser reclamado en su oportunidad, por le vis de 
amparo indirecto, por la razón que ya 4e ha 
expuesto." (Amparo Directo 2212/73. Francisco 
Gutiérrez Martinez. 12 de noviembre de 1975, 
Unanimidad de cuatro votos, Ponente: Ernesto Aguilar 
Alvarez. Semanario Judicial de le Federación, 
Séptimo Epoca, Volumen LXXXIII, Segunda Parte, 
noviembre 1575, Primera Sala, Pág. 23). 

"ORDEN DE APREHENSION.- La declaración de los 
familiares del occiso y de los testigos de indicios, 
son bastantes para fundar una orden de aprehensión, 
pués las declaraciones de los testigos no tienen por 
objeto probar plenamente le responsabilidad del 
acusado, para el efecto de condenarlo, sino que 

• 
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sirven de simples presunciones de responsabilidad 
con las cuales basta para decretar la detención." 
(Quinta Epoca, Torno XXVI, P4g. 1733, Ayala José y 
Coag). 

11.- Por lo que toca a la segunda de las 

exigencias, se precisa que necesariamente la denuncia, la 

acusación o la querella deben ser sobre hechos o conductas 

que se encuadren en un determinado tipo penal y, además, que 

éste amerite pena privativa de libertad; ya que la 

aprehensión de una persona tiene como única finalidad, 

ponerlo a disposición de un juez, para que éste, en su caso, 

pueda someterlo a prisión preventiva mediante el auto de 

formal prisión. Ahora bien, el articulo te Constitucional 

dispone que sólo por delito que merezcan pena corpural (liase 

pena de prisión) habrá lugar a prisión preventiva, luego 

entonces: si el delito que se le imputa no esto sancionado 

con pena de prisión. el inculpado no puede ser sometido 

prisión preventiva, ni tampoco puede ser privado de su 

libertad mediante una orden de aprehensión. (14) 

Le doctrino y la jurisprudencia concuerdan en 

afirmar que tampoco debe dictarse orden de aprehensión sin el 

delito es sancionado con pena alternativa (prisión o multa), 

pula en esta hipótesis no tenernos la certeza de que, en caso 

de ser declarado culpable, el inculpado será sancionado con 

14 ZAMORA Pierce Jesús, Garantias y Proceso Penal, Cuarta 
Edición, Edil. Porrúa, S.A., México, 1990, 1/4- 17. 
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pena de prisión, y sólo podremos saberlo cuando se dicte la 

sentencia. 

Al respecto cabe mencionar la subsecuente 

jurisprudencia; 

•ORDEN DE APREHENSION.- Si los datos recogidos en la 
averiguación previa, son suficientes para juzgar si 
existe o no, el delito, debe estudiarse desde luego 
esa cuestión, porque es evidente que si de esos 
datos no se desprende la prueba del delito, muchos 
menos 	pueden 	desprenderse 	indicios 	de 
responsabilidad del acusado." (Quinta Epoca, Tomo 
XXIX, Pág. 1501, Sequerra Judath y Coag.). 

oORDEN DE APREHENSION.- No se debe dejar el examen 
de si un hecho es o no delictuoso, para cuando se 
dicte el auto de prisión preventiva; porque el 
articulo le Constitucional establece como requisito 
esencial, que el hecho que origine la orden de 
aprehensión, se castigue con pena corporal.' (Quinta 
Epoca, Tomo XXXIII, Pág. •OO. Serrano Sixto y 
Coag.). 

*ORDEN DE APREHENSION.- Si la orden de aprehensión 
se dicta por un hecho al que indebidamente se 
considera como delito, por faltarle uno de los 
elementos uno de los elementos esenciales para que 
constituya un acto delictuoso, dicha orden es 
violatoria de garantías.. (Quinta Epoca, Tomo XXXIV, 
Pág. 723, Zenit ~minio.). 

'ORDEN DE APREHENSION.- Es necesario que el juez 
examine los actos imputados, para determinar si son 
o no delictuosos sin que sea suficiente que el 
denunciante aplique • estos actos nombre de 
delitos.' (Quinta Epoca, Tomo XL, Pág. 1275, Malpica 
Silva Juan). 

*ORDEN DE APREHENSION.- Para que proceda una orden 
de aprehensión, no basta que sea dictada por 
autoridad judicial competente, en virtud de denuncia 
de un hecho que la ley castiga con pena corporal. 
sino que se requiere además, que el hecho o hechos 
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denunciados realmente puedan constituir un delito 
que la ley castigue con pena corporal; y el juez de 
Distrito debe de hacer un estudio de las 
circunstancias en que el acto fue ejecutado para 
dilucidar si la orden de captura constituye o no, 
violación de garentias."(Ouinte Epoca, Tomo XII, 
Pág. 1076, Aca Apolinar y Coag). 

"ORDEN DE APREHENSION TRATANDOSE DE PENA 
ALTERNATIVA.- Si el delito que se imputa al 
inculpado, lo castiga la ley con pena alternativa, 
pecuniaria o no corporal la orden de aprehensión que 
se libre es violatoria del articulo 16 
Constitucional." (Quinta Epoca, Tomo XXXIII, Pág. 
2933, Rodríguez Jesús). 

III.- También para el libramiento de un. orden de 

aprehensión se deberán acreditar los elementos integradores 

del tipo penal de que se trate y le probable responsabilidad 

del inculpado. 

Pare tel efecto, el articulo 122 del Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal reformado, 

contempla como elementos del tipo los siguientes: 1.- La 

existencia de la correspondiente acción u omisión y de la 

lesión o en su caso, el peligro a que ha sido expuesto el 

bien jurídico protegido; 2.- La forma de intervención de los 

sujetos activos, y 3.- La realización dolosa o culposa de le 

acción u omisión. 

Asimismo, se acreditarán, si el tipo lo requiere: 

a) las calidades del sujeto activo y del pasivo; b) el 

resultado y su atribuibilidad a la acción u omisión; c) el 

objeto material; d) los medios utilizados; e) las 



48 

circunstancias de lugar, tiempo, modo y ocasión; f) los 

elementos normativos; g) los elementos subjetivos 

específicos; y h) las demás circunstancias que la ley prevea. 

Ahora bien, para dictar una orden de aprehensión, 

el juzgador no requiere de prueba plena de la 

responsabilidad, más si Ae son necesarias pruebas que hagan 

probable la misma. 

IV.- Finalmente, se exige que la orden de captura 

le solicite el Ministerio Público: este elemento resulta 

evidente, del monopolio del ejercicio de la acción penal que 

le otorga al Ministerio Público el articulo 21 

Constitucional; además esta solicitud también en materia 

Federal se sustenta en el articulo 102 de la propia 

Constitución, el establecer en lo conducente que: a 

incumbe al Ministerio Público de la Federación, 11 

persecución, ante los tribunales de todos los delitos del 

Orden Federal; y, por lo mismo, le corresponderá solicitar 

les ordenes de aprehensión contra los inculpados..... 

Infiriendo., entonces que si bien es cierto que el 

Organo Judicial es la única autoridad competente para el 

libramiento de una orden de aprehensión, también es verdad 

que si no existe el pedimento respectivo del Ministerio 

Público, dicho Organo Jurisdiccional estará impedido para 

hacerlo. 



De lo anterior, la Suprema Corte ha resuelto que: 

"ORDEN DE APREMENSION.- Para dictarla es necesario 
que lo pida el Ministerio Público, y si éste no 
solicita dicha orden, el juez no tiene facultades 
para expedirla." (Quinta Epoca, Tomo XVIII, Pág s  
440, cordero Rafael). 

2.1.2 ORDEN DE COMPARECENCIA. 

El fundamento legal de una orden de comparecencia 

se encuentra en el propio articulo 16 Constitucional, asi 

como en •l numeral 133 del Código de Procedimientos Penales, 

el establecer éste en lo conducente que: "en los casos a que 

se refiere el tercer párrafo del articulo 211 de este Código, 

y en todos aquéllos en que el delito no de lugar a 

aprehensión, • pedimento del Ministerio Público se librará la 

Orden de comparecencia en contra del inculpado para que rinda 

su declaración preparatoria, siempre que estén acreditados 

los elementos del tipo y la probable responsabilidad del 

inculpado'. 

De manera que, será procedente A orden de 
comparecencia en todos los asuntos en que el delito por el 

cual se ejercite la correspondiente acción penal, amerite 
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pena alternativa o no corporal y por consiguiente que no de 

lugar a detención; así como en todos los casos en que el 

inculpado haya obtenido su libertad provisional en la etapa 

de averiguación previa. 

En el último supuesto, cuando el Ministerio Público 

decrete esa libertad, prevendrá al prob4ble responsable para 

que comparezca ante el mismo para la práctica de diligencias 

de averiguación, y en su oportunidad y concluida ésta, ante 

el Juez a quien se consigne la averiguación, quien ordenará 

su presentación; apercibiéndolo en términos del párrafo 

tercero del articulo 271 del Código Adjetivo Penal, es decir, 

con revocarle su libertad provisional en caso de no 

comparecer sin justa causa, ordenando también su aprehensión, 

previa solicitud de la representación social; en la 

inteligencia de que, Igualmente mandará hacer efectiva la 

garantía que se exhibió pare la concesión del beneficio, en 

favor del Estado. 

En el mismo orden de Ideas, al igual que el 

libramiento de una Orden de Aprehensión, el libramiento de 

una Orden de comparecencia, tiene como objetivo el lograr la 

presencia del inculpado ante el juez, quien en su oportunidad 

incoará el proceso legal correspondiente, asimismo, debe 

cumplir con las posteriores exigencias: 

a).- Que la solicite el Ministerio Público; 



l).- Por haber operado en favor del inculpado 

alguna causa de extinción de la acción penal. y 

m).- Por no estar integrados los elementos del tipo 

penal. 

penal; y 
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b).- Que estén acreditados los elementos del tipo 

c).- Que se justifique la probable responsabilidad 

el inculpado. 

Por último, necesario es hacer notar que, para la 

hipótesis de que no se satisfaga con las exigencias 

necesarias para el libramiento de una Orden de Aprehensión o 

comparecencia, éstas forzosamente deberán negarse. 

La negativa al libramiento de una Orden de 

Aprehensión o comparecencia. se puede proponer en los 

siguientes criterios: 

a).- Por no haber delito que perseguir. 

b).- Por no estar justificada la probable 

responsabilidad del inculpado. 



tiempo dentro del cual debe rendirse y la forma de llevarla a 

cabo. (15) 

Así se tiene que, dentro de las 48 horas, contadas 

desde que el indiciado ha quedado a disposición de la 

autoridad judicial encargada de practicar la instrucción, se 

procederá a tomarle su declaración preparatoria. De ninguna 

16 Op. Cit. Guillermo Colín Sánchez, Pág. 303. 
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2.4.3. DECLARACION PREPARATORIA. 

La ley de enjuiciamiento criminal española de 1882, 

con el objeto de obtener la confesión del supuesto sujeto 

activo del delito y de "indagar" los hechos, ordenaba su 

Incomunicación por un término que no debía exceder de 5 días. 

Este sistema perduró en nuestro medio hasta la 

Constitución de 1057 en que se estableció como garantía tomar 

al "inculpado" su declaración preparatoria dentro del término 

de 48 horas, a partir del momento en que era puesto a 

disposición del Juez, pero no se precisó en que forma debía 

llevarse a cabo. 

La Constitución vigente y los Códigos de 

Procedimientos Penales del Distrito y Federal, consolidaron 

e1 acierto de la Constitución anterior, al establecer el 
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manera debe entenderse que la declaración preparatoria es un 

medio de investigación del delito, ni mucho menos que tienda 

a provocar la confesión del declarante, sino por el contrario 

debe entenderse como una garantía de defensa que te asiste a 

todo inculpado; con mayor precisión lo esclarece el artículo 

20 Constitucional al establecer en lo conducente que: ".. en 

todo proceso del orden penal, tendrá el inculpado las 

siguientes garantías... fracción 111.- se le .hará saber en 

:audiencia pública y dentro de las 48 horas siguientes a su 

consignación a la justicia, el nombre de su acusador y la 

naturaleza y causa de la acusación, a fin de que conozca bien 

el hecho punible que se le atribuye y pueda contestar al 

cargo, rindiendo en este acto su declaración 

preparatoria...". 

La Ley Adjetive Penal, para el Distrito Federal y 

Federal en sus artículos 290 y 291; 154 y 155, 

respectivamente, señalan el modo de llevarla a cabo, siendo 

que la declaración preparatoria comenzaré por las generales 

del inculpado, en las que se incluirán también los apodos que 

tuviere, el grupo étnico indígena al que pertenezca, en su 

caso, si habla y entiende suficientemente el idioma 

castellano y sus demás circunstancias personales. Acto 

seguido se le hará saber el derecho a una defensa adecuada 

por si, por abogado o por persona de su confianza, 

advirtiendole que si no lo hiciere, el Juez le nombraré un 

defensor de oficio. 
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Si el indiciado no hubiese solicitado su libertad 

bajo caución en averiguación previa, se le hará saber 

nuevamente de ese derecho en los términos del artículo 20 

fracción de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y de los articulo 556 y 399 de los Códigos de 

Procedimientos Penales, para el Distrito Federal y Federal 

respectivamente. 

A continuación se le hará saber en qué consiste la 

denuncia, acusación 6 querella; así como los nombres de sus 

acusadores, denunciantes o querellantes y de los testigos que 

declaren en su contra; se 1• preguntará si es su voluntad 

declarar y en el caso de que asá lo desee se le examinará 

sobre los hechos consignados. Si el inculpado decidiere no 

declarar, el Juez respetará su voluntad dejando constancia 

de ello en el expediente. 

Igualmente se le harán saber todas las siguientes 

garantías que le otorga el articulo 20 de la Constitución 

Política de los Estado Unidos Mexicanos; esto es, que se le 

recibirán todos tos testigos y las pruebas que ofrezca, en 

términos legales, ayudandole para obtener la comparecencia de 

las personas que solicite, siempre y cuando estén 

domiciliadas en el lugar del juicio; y que les serán 

facilitados todos los datos que solicite para su defensa y 

consten en el proceso; así como que siempre que lo solicite, 
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será careado, en presencia del juez con quienes depongan en 

su contra; que será juzgado antes de cuatro meses si se 

tratare de delitos cuya pena máxima no exceda de dos años de 

prisión, y antes de un año si la pena excediera de ese 

tiempo, salvo que solicite mayor plazo para su defensa; que 

en ningún caso podré prolongarse su prisión o detención, por 

falta de pago de honorarios de defensores o por cualquier 

otra prestación de dinero, por causa de responsabilidad civil 

o algún otro motivo análogo; que tampoco podré prolongarse su 

prisión preventiva por más tiempo del que cómo máximo fije la 

ley al delito que motivare su proceso y que en toda pena de 

prisión que se le impongo •n una sentencia, se le computará 

el tiempo de la detención; *si mismo se haré de su 

conocimiento que estén prohibidas y que serón sancionadas por 

la ley penal, toda incomunicación, intimidación o tortura y 

QUO en caso de confesión rendida ante autoridad distinta del 

Ministerio Público o del Juez, o ante éstos sin la asistencia 

de su defensor careceré de todo valor probatorio. 

2.4.4. AUTO CE PLAZO CONSTITUCIONAL. 

Después de le declaración preparatoria, se tiene 

como segundo deber fundamental del Organo Jurisdiccional, el 

resolver, dentro de las 72 horas, la situación jurídica que 
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deba prevalecer o, en términos más sencillos, sobre si hay 

base o no para iniciar el proceso. En el primer caso, se debe 

dictar cualquiera de estas dos resoluciones: a).- Auto de 

Formal Prisión y b) Auto de Sujeción a Proceso sin 

restricción de la libertad; y en el segundo, auto de libertad 

por falta de elementos para procesar con las reservas de ley. 

#1 AUTO DE FORMAL PRISION.  

Del análisis del articulo 19 Constitucional, al 

establecer de manera textual que: "ninguna detención ante 

autoridad judicial podrá exceder del término de 72 horas, a 

partir de que el indiciado sea puesto a su disposición, sin 

que se justifique con un auto de formal prisión y siempre que 

de lo actuado aparezcan datos suficientes que acrediten los 

elementos del tipo penal del delito que se le impute al 

detenido y hagan probable la responsabilidad de éste...", se 

derivan dos requisitos para el dictado del auto de Plazo 

Constitucional, los de fondo y los Je forma. 

Exigencias de fondo: Estas vienen a ser el 

acreditamiento de los elementos del tipo penal del delito y 

la probable responsabilidad. 

Al igual que la Orden de Aprehensión, el dictado 

del auto de formal prisión requiere en forma necesaria del 



57 

acreditamiento de los elementos que integran el tipo penal 

del delito de que se trate; asi como de la probable 

responsabilidad en la comisión del mismo. 

Ewigencia de forma: los requisitos formales del 

auto de formal prisión se encuentran señaladas en los 

artículos 297 y 261 del Código de Procedimientos Penales para 

el Distrito Federal y Federal respectivamente, y son: 

1.- Se dictará dentro del plazo de 72 horas, a 

partir de que el indiciado sea puesto a disposición de la 

autoridad judicial; 

2.- Que se le hoy* tomado la declaración 

preparatoria al inculpado en lot,  términos de ley, o bien, 

conste en el expediente que se negó a emitirla; 

3.- Que el delito sea sancionado con pena privativa 

de libertad; y 

4.- Los nombres y firmas del Juez que dicte la 

resolución y del secretario que la autorice. 

Aunque en la actualidad la legislación procesal 

penal no exige expresamente como requisito de forma la fecha 

y hora en que se dicte, ni la expresión del delito (o 

delitos), por el que se deberá seguir el proceso, estas 
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exigencias necesariamente deben asentarse en el autu de 

formal prisión; de otra manera se estaría en le incertidumbre 

de determinar si el citado auto se dictó dentro de plazo de 

las 72 horas y que el delito por el que se dicta es 

sancionado con pena privativa de libertad. 

De manera que, no expresar en el auto de formal 

prisión los requisitos exigidos por el articulo 19 

Constitucional, entrara, pués, una violación de garantías. 

Empero, esta violación deriva hacia resultados diferentes. La 

omisión de los requisitos de fondo da lugar a la concesión 

del amparo y le de los de forma únicamente a suplir la 

deficiencia. (1$) 

Sin embargo, debe hacerse notar que el plazo de 12 

horas a que se refiere el articulo 15 de la Constitución 

Politica de .los Estados Unidos Mexicanos, tanto en la 

Legislación Adjetive Penal Federal como en la del Distrito 

Federal, puede duplicarse cuando 4S1 lo solicite el inculpado 

por sí, o por su defensor, al rendir su declaración 

preparatoria, siempre que dicha ampliación Sea con la 

finalidad de aportar y desahogar pruebas para que el Juez 

resuelva la correspondiente situación juridica. Con la única 

diferencia de que, en el fuero común, la solicitud de la 

duplicidad del plazo deberá hacerse necesariamente en la 

declaración preparatoria y en el federal puede hacerse a 

16 Op. Cit. Fernando Arilla Eles, Pág. 87. 
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rendir la declaración preparatoria o dentro de las 3 horas 

siguientes. 

En la inteligencia de que, el Ministerio Público no 

podrá solicitar la ampliación del Plazo Constitucional de 72 

horas antes mencionado, ni mucho menos el Juez podrá 

duplicarlo de oficio, sin embargo el Ministerio Público, en 

caso de duplicarse el Plazo puede solo en relación con las 

pruebes o alegatos que propusiere el inculpado o su defensor, 

hacer las promociones correspondientes al interés social que 

representa. 

La ampliación del plazo forzosamente se deberá 

notificar al Director del Reclusorio Preventivo, en donde en 

SU caso, s• encuentre internado el inculpado, para no dar 

lugar a que el imputado puede ser puesto en libertad, tal y 

como lo refiere la última parte del párrafo primero del 

articulo 1$ Constitucional, al establecer en forma textual 

que: "... los custodios que no reciban copia autorizada del 

auto de formal prisión dentro del plazo antes señalado (72 

horas), deberán llamar la atención del Juez sobre dicho 

particular y en el acto mismo de concluir el término, y si no 

reciben la constancia mencionada dentro de las 3 horas 

siguientes pondrán al inculpado en libertad...". 



60 

gfutos del Auto de Fgrmal Prisión 

1.- Suspende los derechos o prerrogativas de lo 

ciudadanía. 

Articulo 38 Constitucional: "Los derechos o 

prerrogativas de los ciudadanos se suspenden, fracción 11.-

Por estar sujeto a un proceso criminal por delito que merezca 

pena corporal, a contar desde la fecha del auto de formal 

prisión." 

11.- Fija teme al 	proceso. Dando base al proceso 

•l auto de formal prisión, como consecuencia lógica, señala 

el delito por el que debe seguirse el proceso, permitiendo 

así que todo el desenvolvimiento posterior (defensa, 

acusación y decisión) se desarrolle de manera ordenada. (17) 

111.- Da inicio al proceso, para los efectos de la 

fracción VIII del articulo 20 constitucional. 

Articulo 20 Constitucional.- En todo proceso del 

orden penal, tendrá el inculpado las siguientes garantías: 

fracción V111.- Será juzgado antes de 4 meses si se tratare 

de delitos cuya pena máxime no exceda de 2 años de prisión, y 

antes de 1 año si la pena excediere de ese tiempo, salvo que 

solicite mayo plazo para su defensa. 

17 Op. Cit. Manuel Rivera Silva, Pág. 168. 
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IV.- Justifica la prisión preventiva del sujeto 

activo del delito, quien pasa de ser inculpado a procesado. 

V.- El sujeto queda sometido e la jurisdicción del 

juez. 

p) AUTO DE SUJECION A PROCESO_  

Los Códigos Procesales, generalmente, disponen que, 

cuando el delito cuya existencia se haya comprobado no 

merezca pena corporal, o esté sancionado con pena 

alternativa, el juez dictará auto con todos los requisitos 

del de formal prisión, sujetando a proceso a le persona 

contra quien aparezcan datos suficientes para presumir su 

responsabilidad (C.F.P.P., 162). (18) 

De lo anterior hay que reconocer entonces, que el 

auto de sujeción a proceso cumple con todos los requisitos y 

exigencias tanto de forma como de fondo del auto de formal 

prisión, con la excepción de le prisión preventiva. 

AUTO DF LIBERTAD POR FALTA DE ELEMENTOS PARA 

pROCFSAR CON 191  RESERVAS DE 'EY,  

El auto de libertad por falta de elementos para 

procesar, se dictará al igual que los anteriores dentro del 

18 Op. Cit. Jesús Zamora Pierce, Pág. 100. 
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plazo constitucional de 72 horas, a partir de que el 

inculpado sea puesto a disposición de la autoridad judicial y 

el mismo se fundará en la falta de pruebas relativas a la 

existencia de los elementos del tipo o de la probable 

responsabilidad del inculpado, quedando abierta la causa para 

que posteriormente, con nuevos datos, se procederá en contra 

del indiciado, de ahí que se mencione la frase "con las 

reservas de ley". 

Al respecto, cabe mencionar la siguiente opinión 

jurisprudencia!: 

"ORDEN DE APREHENSION.- Si el acusado ha sido puesto 
en libertad por no haber lugar a dictar en su contra 
auto de formal prisión, para aprehenderlo nuevamente 
por el mismo delito, es indispensable que se 
practiquen 	nuevas diligencias que sirvan de 
fundamento • la orden de aprehensión." (Quinta 
Epoca, Tomo XIX, Pág. 1105, Zubizarreta Celestino). 

Absurdo mayor no puede establecerse, cuando en 

autos, en forma clara se encuentra comprobada alguna 

excluyente del delito y el juzgador resuelve la libertad por 

falta de elementos para procesar con las reservas de ley, ya 

que tal proceder es indebido, porque si en favor del 

inculpado existe alguna causa de justificación, de ausencia 

de conducta, de atipicidad o de inculpabilidad o alguna 

excusa absolutoria; lo procedente es decretar su libertad 
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Entonces hay que reconocer que el Organc 

Jurisdiccional también en el plazo constitucional de 72 

horas, puede dictar auto de libertad absoluta, por 

encontrarse probada alguna excluyente del delito en favor del 

inculpado. 

En el mismo orden de ideas, cabe mencionar que 

dentro del citado plazo constitucional, de igual manera el 

juzgador podrá librar la libertad absoluta del inculpado, por 

haber operado en su favor alguna causa de extinción de la 

acción penal, como lo pueden ser la prescripción o el perdón. 

A diferencie del auto de libertad por falte de 

elementos para procesar con las reservas de ley, en los autos 

de libertad absoluta mencionados, si se impedirá que 

posteriormente, con nuevos datos, se proceda en contra del 

imputado. 



CAPITULO III 

GOVIESEINIENTO.  

3.1. ARTICULO ASO DEL CODIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES. 

En materia común aplicable en el Distrito Federal, 

existen diversas causas de sobreseimiento, les cuales se 

encuentren previstas en •1 articulo 660 de la Ley Adjetive 

aplicable y las cuales serán el tema del presente capitulo; 

así tenemos como causas de sobreseimiento, las siguientes: 

3.1.1. CUANDO .EL PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA DEL DISTRITO 

FEDERAL CONFIRME O FORMULE CONCLUSIONES NO ACUSATORIAS. 

Por lo que respecta a las conclusiones no 

acusatorias, los artículos 320, 323 y 324 del código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal, establecen 

64 
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que cuando sean las conclusiones no acusatorias, se remitiran 

con el proceso al procurador General de Justicia para que las 

modifique o confirme; si las modifica y las formula de 

acusación, se continuará el curso del proceso; si las 

confirma, el Juez sobreseerá el asunto, poniendo en libertad 

al procesado, sobreseimiento el mencionado que producirá los 

mismos efectos que una sentencia absolutoria. En el mismo 

sentido están redactados los articulo» 294, 291 fracción 1 y 

304 del Código Federal de Procedimientos Penales. 

En pocas palabras, lo que se establece es que si el 

Ministerio Público llega a convencerse de que no hay datos 

suficientes para condenar a un procesado, simple y 

sencillamente dicta sentencia absolviéndolo, pués a tal 

equivale sus conclusiones no acusatorias. 

Se tendrán por conclusiones no acusatorias, en base 

a lo dispuesto por el articulo 320 del Código de 

Procedimientos Penales, aquéllas en las que no se concretice 

le pretención punitiva; o bien, ejercitando., ésta, se omita 

acusar: 

a) Por algún delito expresado en el auto de formal 

prisión; o 

b) A persona respecto de quien se abrió el proceso. 
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3.1.2. CUANDO APAREZCA QUE LA RESPONSABILIDAD PENAL ESTA 

EXTINGUIDA. 

El Código Sustantivo Penal para el Distrito Federal 

en materia de Fuero Común y para toda la República en Materia 

de Fuero Federal, señala en su libro primero, titulo V, como 

causas de extinción de la responsabilidad penal, la muerte 

del delincuente, la amnistía, el perdón, el reconocimiento de 

inocencia, el indulto, la rehabilitación y la prescripción, 

de las cuales hablaremos a continuación. 

La muerte del delincuente, en bese al numeral 91 de 

la Ley Sustantiva primeramente señalada extingue la acción 

penal, así como les sanciones que se le hubieren impuesto, a 

excepción de le reparación del dalo, y del decomiso de los 

instrumentos con que se cometió el delito, asi como de las 

cosas que sean efecto u objeto de él. 

La amnistía, también extingue la acción penal y las 

sanciones impuestas, excepto la reparación del daño, en los 

términos de la Ley que se dictare concediendola; y si no se 

expresaren, se entenderá que la acción penal y las sanciones 

impuestas se extinguen con todos sus efectos, con relación a 

todos los responsables del delito (articulo 92 del Código 

Penal). 

El perdón del ofendido o del legitimo para 

otorgarlo extingue la acción penal respecto de los delitos 
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que se persiguen por querella, siempre que se conceda ante el 

Ministerio Público, si éste no ha ejercitado la misma 6 ante 

el órgano jurisdiccional antes de dictar,. sentencia de 

segunda instancia; así también será aplicable a los delitos 

que solo puedan ser perseguibles por declaratoria de 

perjuicio 6 por algún otro acto equivalente a la querella 

(artículo 93 del Código Penal). 

El indulto no puede concederse, sino de sanción 

impuesta en sentencia irrevocable (artículo 94 del Código 

Penal). 

El indulto sólo lo podrá conceder el Ejecutivo 

.Federal, en uso de les facultades discrecionales, debiendo 

expresar sus razones y fundamentos en que se base para 

concederlo; pare lo cual, el sentenciado deber& cumplir con 

las siguientes exigencias: 

a) Que su conducta observada, refleje un alto grado 

de readaptación social (que se esté readaptando rápidamente). 

b) Que su liberación no represente un peligro para 

la tranquilidad y la seguridad pública (ésto lo determinar& 

en base a dictámen el Organo ejecutor de la sanción). 

c) Que su sentencia no sea por delito de TRAICION A 

LA PATRIA, ESPIONAJE, TERRORISMO, SABOTAJE, GENOCIDIO, 
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DELITOS CONTRA LA SALUD, VIOLACION, DELITO INTENCIONAL. CONTRA 

LA VIDA Y SECUESTRO. 

d) Oue no se trate de sentenciado reincidente por 

delito intencional. 

Además, el indulto sólo procederá en sanciones 

impuestas en sentencias irrevocables, por los siguientes 

delitos: 

I.- Por delitos de carácter politice), tales como 

los de REBELION, SEDICION, MOTIN y el de CONSPIRACION PARA 

COMETERLOS. 

II.- Por delitos cuando la conducta de los 

responsables haya sido determinada por motivaciones de 

carácter político 6 social, y 

III.- Por delitos del orden Federal 6 Común en el 

Distrito Federal, cuando el sentenciado haya prestado 

importantes servicios a la Nación, y previa solicitud. 

Subrayando el hecho de que, el indulto •n ningún 

caso extinguirá la obligación de reparar el daño causado con 

motivo de la comisión del delito. 
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El reconocimiento de inocencia procederá cuando 

aparezca que el sentenciado es inocente, en los términos 

previstos por el Código de Procedimientos Penales aplicable 

(articulo 96 del Código Penal); aduciendo que este también 

extingue la obligación de reparar el darlo. 

La rehabilitación tiene por Objeto reintegrar al 

condenado en los derechos civiles, politicos 6 de familia que 

habré perdido en virtud de sentencia dictada en un proceso 6 

en cuyo ejercicio estuviere suspenso (articulo 99 del Código 

Penal). 

La prescripción también extingue le acción penal y 

las sanciones, y para ella bastaré el simple transcurso del 

tiempo s•Aalado por la Ley (articulo 100 y 101 del Código 

Penal). 

3.1.3. CUANDO NO SE HUBIERE DICTADO AUTO DE FORMAL PRISION O 

DE SUJECION A PROCESO V APAREZCA QUE EL HECHO QUE MOTIVA LA 

AVERISUACION NO ES DELICTUOSO O CUANDO ESTANDO AGOTADA ESTA, 

SE CONPRUEDE QUE NO EXISTIO EL HECHO DELICTUOSO QUE LA 

NOTIVO. 

Esta hipótesis, se entiende, trata dos supuestos 

que cobran vida ante el órgano jurisdiccional, siendo uno en 
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consignaciones con detenido y el otro en consignaciones sin 

detenido. 

En el primer supuesto, al establecer que cuando no 

se hubiera dictado auto de formal prisión 6 de sujeción a 

proceso y aparezca que el hecho que motiva la averiguación no 

es delictuoso. Esto equivale a que el juzgador dicte al 

momento de resolver la situación jurídica de un inculpado 

dentro del plazo Constitucional de 72 setenta y dos horas, su 

libertad por falta de elementos para procesar con las 

reservas de ley, lo que se equipararía también, a que la 

conducta que se le imputa al inculpado, no es delictuosa ó 

que la misma no encuadra en algún tipo penal. 

Respecto del segundo supuesto, cabe mencionar que 

éste acontece en consignaciones sin detenido, en donde, la 

autoridad ministerial requiere una orden de aprehensión ó 

comparecencia según el caso, y una ves que el juzgador haya 

realizado un anblisis exhaustivo del componente de la 

averiguación previa, llega a la determinación de que no 

existe el delito que motivó la citada averiguación, lo que de 

igual forma a mi entender, equivaldría a la declarativa de no 

haber delito que perseguir; 	por consiguiente también a la 

negativa de las órdenes requeridas. 
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3.1.4. CUANDO HABIENDOSE DECRETADO LA LIBERTAD POR 

DESVANECIMIENTO DE DATOS, ESTE AGOTADA LA AVER1GUACION Y NO 

EXISTAN ELEMENTOS POSTERIORES PARA DICTAR NUEVA ORDEN DE 

APREHENSION O SE ESTE EN EL CASO PREVISTO EN EL ARTICULO 546. 

En cualquier estado del proceso en que aparezca que 

se han desvanecido los fundamentos que hayan servido para 

decretar la formal prisión ó sujeción a proceso, podrá 

decretarse la libertad del procesado, por el juez, a petición 

de parte y con audiencia del Ministerio Público, a la que 

éste no podrá dejar de asistir. 

La libertad por desvanecimiento de datos procede: 

a) Cuando en el curso del proceso se hayan 

desvanecido, por prueba plena, las que sirvieron para 

comprobar los elementos del tipo penal. 

En este supuesto la causa no quedará expedita a que 

el Ministerio Público solicite una Orden de Aprehensión ó 

Comparecencia, 5,41 que ésta resolución que concede la 

libertad, tendrá efectos definitivos y se sobreseerá el 

proceso. 

b) Cuando, sin que aparezcan datos posteriores de 

responsabilidad, se hayan desvanecido, por prueba plena, los 
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señalados en el Auto de Formal Prisión 6 Sujeción a Proceso. 

para tener al procesado como probable responsable. 

En este supuesto, contrario al anterior, la 

resolución dictada en ésos términos, al tener los mismos 

efectos del auto de libertad por falta de elementos, permite 

al Ministerio Público 6 el ofendido, aportar nuevos elementos 

probatorios, para en su caso, el Ministerio Público pueda 

solicitar de nuevo la aprehensión ó comparecencia del 

inculpado, asi como nueva formal prisión ó sujeción a 

proceso. 

En mi concepto, la aportación de los nuevos 

•lementos de prueba • que se ha hecho referencia con 

antelación debe hacerse dentro de los sesenta días a partir 

del die siguiente en que se notifique la resolución 

respectiva, puesto que, al tener éste libertad los mismos 

efectos del auto de libertad por falte de •lementos, corre la 

misma suerte de las resoluciones a que se refiere •l articulo 

36 del Código de Procedimientos Penales y por tanto el mismo 

plazo de los sesenta días primeramente señalados. 
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3.1.9. CUANDO ESTE PLENAMENTE COMPROBADO QUE EN FAVOR DEL 

INCULPADO EXISTE ALGUNA CAUSA EXIMENTE DE RESPONSABILIDAD. 

Respecto a ésta conjetura, hay que aducir que el 

artículo 15 del Código Penal para el Distrito Federal en 

Materia de Fuero Común y para toda la República en Materia de 

Fuero Federal, vigente hasta el die 31 treinta y uno de enero 

de 1994 mil novecientos noventa y cuatro, esteblecia como 

circunstancias excluyente* de responsabilidad penal, las que 

a continuación se enuncian: 

a) Incurrir el agente en actividad 6 inactividad 

involuntarias. 
( 

b) Padecer el inculpado, al cometer la infracción, 

trastorno mental 6 desarrollo intelectual retardado que le 

impida comprender el caricter'ilicito del hecho, 6 conducirse 

de acuerdo con esa comprensión, excepto en los casos en que 

el propio sujeto haya provocado esa incapacidad intencional ó 

imprudencialmente. 

c) Repeler el acusado una agresión real, actual 6 

inminente y sin derecho, en defensa de bienes jurídicos 

propios ó ajenos, siempre que exista necesidad racional de la 

defensa empleada y no medie provocación suficiente e 
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inmediata 	por parte del agredido ó de la persona a quien se 

defiende. 

Se presumirá que concurren los requisitos de la 

legitima defensa, salvo prueba en contrario, respecto de 

aquél que cause un daño a quien a través de la violencia, del 

escalamiento ó por cualquier otro medio, trate de penetrar, 

sin derecho, a su hogar, al de su familia, a sus 

dependencias, 6 a los de cualquier persona que tenga el mismo 

deber de defender 4 al sitio donde se encuentren bienes 

propios 6 ajenos respecto de los que tenga la misma 

obligación; 6 bien, lo encuentre en alguno de aquéllos 

lugares en circunstancias tales que revelen la posibilidad de 

una agresión. 

d) Obrar por le necesidad de salvaguardar un bien 

jurídico propio ó ajeno, de un peligro real, actual 6 

inminente. no ocasionado intencionalmente ni por grave 

imprudencia por el agente, y que éste no tuviere el deber 

jurídico de afrontar, siempre que no exista otro medio 

practicable y menos perjudicial su alcance. 

e) Obrar en forma legitima, en cumplimiento de un 

deber jurídico 6 en ejercicio de un derecho, siempre que 

exista necesidad racional del medio empleado para cumplir el 

deber 6 ejercer el derecho. 
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f) nbrar en virtud de miedo grave ó temor fundado e 

irresistible de un mal inminente y grave en bienes jurídicos 

propios 6 ajenos, siempre que no exista otro medio 

practicable y menos perjudicial al alcance del agente. 

g) Obedecer a un superior legítimo •n el orden 

jerárquico, aun cuando su mandato constituya un delito, si 

esta circunstancia no es notoria ni se prueba que el acusado 

la conocía. 

h) Contravenir lo dispuesto •n una Ley penal 

dejando de hacer lo que manda, por un impedimento legitimo. 

i) Causar un dallo por mero accidente, sin 

Intención ni imprudencia alguna, ejecutando un hecho lícito 

con todas las precauciones debidas. 

j) Realizar la acción u omisión bajo un error 

invencible respecto de alguno de tos elementos esenciales que 

integran la descripción legal, ó que por el mismo error 

estime el sujeto activo que es licita su conducta. 

Sin embargo las hipótesis que actualmente 

contempla el Código Sustantivo de la Materia, son 

consideradas como excluyentes del delito y no de 

responsabilidad como se consideraban, ya que inclusive, su 

articulo 15 establece de manera textual que: 
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"ARTICULO 15.- El delito se excluye cuando: 

1.- El hecho se realice sin intervención de le 

voluntad del agente; 

II.- Falte alguno de los elementos del tipo penal 

del delito de que se trate; 

III.- Se actúe con el consentimiento del titular 

del bien jurídico afectado, siempre que se llenen los 

siguientes requisitos: 

a) Que el bien jurídico sea disponible; 

b) Que el titular del bien tenga la capacidad 

jurídica para disponer libremente del mismo; y 

e) Que el consentimiento sea expreso 6 tácito y 

sin que medie algún vicio; ó bien, que el hecho se realice en 

circunstancias tales que permitan fundadamente presumir que, 

de haberse consultado al titular, éste hubiese otorgado el 

mismo; 

IV.- Se repela una agresión real, actual ó 

inminente, y sin derecho, en protección de bienes jurídicos 

propios 6 ajenos, siempre que exista necesidad de la defensa 

y racionalidad de los medios empleados y no medie provocación 

dolosa suficiente e inmediata por parte del agredido ó de la 

persona a quien se defiende. 

Se presumirá como defensa legitima, salvo prueba 

en contrario, el hecho de causar daño a quien por cualquier 
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medio trate de penetrar, sin derecho, al hogar del agente, al 

de su familia, a sus dependencias, 6 a los de cualquier 

persona que tenga la obligación de defender, al sitio donde 

se encuentren bienes propios 6 ajenos respecto de los que 

exista la misma obligación; 6 bien, lo encuentre en alguno de 

aquéllos lugares en circunstancias tales que revelen la 

probabilidad de una agresión; 

V.- Se obre por la necesidad de salvaguardar un 

bien jurídico propio 6 ajeno, de un peligro real, actual 6 

inminente, no ocasionado dolosamente por el agente, 

lesionando otro bien de menor 6 igual valor que el 

salvaguardado, siempre que el peligro no sea evitable por 

otros medios y el agente no tuviere el deber jurídico de 

afrontarlo; 

VI.- La acción 6 le omisión se realice en 

cumplimiento de un deber jurídico 6 en ejercicio de un 

derecho, siempre que exista necesidad racional del medio 

empleado para cumplir el deber 6 ejercer el derecho. y que 

éste último no se realice con el sólo propósito de perjudicar 

• otro; 

VII.- Al momento de realizar el hecho típico, el 

agente no tenga la capacidad de comprender el carácter 

ilícito de aquél ó de conducirse de acuerdo con esa 

comprensión, en virtud de padecer trastorno mental ó 

desarrollo intelectual retardado, a no ser que el agente 

hubiere provocado su trastorno mental dolosa 6 culpnsamente, 
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en cuyo caso responderá por el resultado tipico siempre y 

cuando lo baya previsto ó le fuere previsible; 

VIII.- Se realice la acción ó la omisión bajo un 

error invencible: 

a) Sobre alguno de los elementos esenciales que 

integran el tipo penal; o 

b) Respecto de la ilicitud de la conducta, ya sea 

porque el sujeto desconozca la existencia de la Ley 6 el 

alcance de la misma, 6 porque crea que esté justificada su 

conducta; 

IX.- Atentas las circunstancias que concurren en 

le realización de una conducta ilícita, no sea racionalmente 

exigible al agente una conducta diverso a la que realizó, en 

virtud de no haberse podido determinar a actuar conforme a 

derecho; o 

X.- Que el resultado tipico se produce por caso 

fortuito. 

De manera que, de acuerdo a lo legislado en este 

precepto la responsabilidad se va a eximir cuando al momento 

de la realización del hecho típico, el agente no tenga la 

capacidad de comprender el carácter ilícito de aquél ó de 

conducirse de acuerdo con esa comprensión, en virtud de 

padecer un trastorno mental permanente 6 transitorio 6 

desarrollo intelectual retardado, que lo haga carecer de tal 

capacidad; o 
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Cuando se realice la acción o la omisión bajo un 

error invencible sobre alguno de los elementos esenciales que 

integran el tipo penal; o respecto de la ilicitud de la 

conducta, ya sea porque el sujeto desconozca la existencia de 

la Ley 6 el alcance de la misma, 6 porque crea que está 

justificada su conducta". 

3.1.II CUANDO EXISTAN PRUEBAS OVE ACREDITEN FEHACIENTEMENTE LA 

INOCENCIA DEL ACUSADO. 

Esta hipótesis equivale el reconocimiento de 

inocencia. y ésta procederé cuando se deduzca de autos que 

el sentenciado es inocente, en los términos previstos por la 

legislación adjetive aplicable, por tanto también traeré como 

consecuencia ti extinción de la responsabilidad penal. 

3.1.7. CUANDO SE TRATE DE DELITOS CULPOSOS OUE SOLO PRODUZCAN 

DAÑO EN PROPIEDAD AJENA Y/0 LESIONES DE LAS COMPRENDIDAS EN 

LOS ARTICULOS 21111 0 290 DEL CODIGO PENAL, SI SE PAGA LA 

REPARACION DEL DAÑO A LA VICTIMA O AL OFENDIDO POR EL DELITO, 

SI EL INCULPADO NO HUBIESE ABANDONADO A AQUELLA, Y NO SE 

ENCONTRASE EL ACTIVO EN ESTADO DE EBRIEDAD, O BAJO EL INFLUJO 

'19 
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DE ESTUPEFACIENTES, PSICOTROPICOS O SUSTANCIAS QUE PRODUZCAN 

EFECTOS SIMILARES. 

EXCEPTUANDOSE LO ANTERIOR PARA EL CASO DE QUE SE 

TRATE DE CULPA CALIFICADA COMO GRAVE, CONFORME A LA PARTE 

CONDUCENTE DEL ARTICULO 60 DEL CODIGO PENAL. 

En este aspecto cabe se5alar que el articulo 2115 

del Código sustantivo de I* Materia Penal estatuye que: "Al 

Que infiera una lesión que no ponga en peligro la vida del 

ofendido y tarde en sanarmenos de quince dias, se l• 

impondrán de tres días a cuatro meses de prisión 6 de 10 a 30 

dias multa. Si tardare en sanar más de quince dias se le 

impondrán de cuatro meses • dos años de prisión 6 de 60 • 270 

dias multa. 

Los delitos previstos en este artículo se 

perseguirán por querella". 

Por su parte el numeral 290 del Código Penal 

establece que: "Se impondrá de dos a cinco años de prisión y 

multa de cien a trescientos pesos, al que infiera una lesión 

que deje al ofendido cicatriz en la cara, perpetuamente 

notable". 
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Y por lo que toca al artículo 60 del ordenamiento 

legal de referencia, este dispone que: "En los casos de 

delitos culposos se impondré hasta la cuarta parte de las 

penas y medidas de seguridad asignadas por la ley al tipo 

básico del delito doloso, con excepción de aquéllos para los 

que le ley ~ale una pena específica. Además, se impondrá, 

en su caso, suspensión hasta de diez años, ó privación 

definitiva de derechos para ejercer profesión, oficio, 

autorización, licencia 6 permiso. 

Las sanciones por delito culposo sólo se impondrán 

con relación a los delitos previstos en los siguientes 

artículos: 150, 167 fracción VI, 169, 199 bis, 2119 parte 

segunda, 290, 291, 292, 253, 302, 307, 323, 397 y 399 de este 

Código. 

Cuando a consecuencia de actos u omisiones 

culposos, calificados como graves, que sean imputables al 

personal que preste sus servicios en una empresa ferroviaria, 

aeronáutica, naviera ó de cualesquiera otros transportes de 

servicio público federal ó local, se causen homicidios de dos 

6 más personas, la pena será de cinco a veinte años de 

prisión, destitución del *moteo, cargo ó comisión e 

inhabilitación para obtener otros de la misma naturaleza. 

Igual pena se impondrá cuando se trate de transporte de 

servicio escolar". 



CAPITULO IV 
ApirapLo as Da £01)1G0 ADJETIVQ ºE L.  MATLI►  pum. 

4.1. ANTECEDENTES. 

Como es sabido, a partir del primero de febrero 

del 1554 mil novecientos noventa y cuatro entraron en vigor- 

diversas reformas al Código Sustantivo Penal. como e los 

Códigos Procesales, tanto del Distrito Federal como del 

Fueron Federal, mismas que se publicaron en el Diario Oficial 

de le Federación en fecha 10 de enero del mismo alio. En 

cuanto el Código de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federal, cabe expresar que, entre otras reformas, se 

incursionó la del articulo 36, la que es motivo de la 

presente tisis. 

Corno preámbulo de referencia, estimo pertinente 

hacer notar que con antelación a las reformas mencionadas, 

como antecedente próximo, contábamos en el citado Código 

Adjetivo, con el famoso y controvertido artículo 42, el cual 

a manera de recordatorio estatuía que: "Cuando del acta de 

82 
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Policía Judicial no aparezca la detención de persona alguna, 

el Ministerio Público gtaptigará Q pedid; a la autoridad 

judicial que se practiquen todas aquellas diligencias 

necesarias, hasta dejar comprobados los requisitos que señala 

el articulo 16 Constitucional para la detención; pero si 

dichos requisitos aparecieren ya comprobados en el acta de 

policía judicial, el Ministerio Público la turnará al Juez 

solicitando dicha detención". 

Del numeral mencionado, se dilucidaban 3 

suposiciones: 

a) La primera, cuando del acta de policía judicial 

no apareciere la detención de persona alguna el MíniaterIrt 

Público oracklearig todas aquellas diligencias necesarias 

hasta dejar comprobados los requisitos que señalaba el 

articulo 16 Constitucional pare la detención. 

b) Le segunda, cuando del acta de policía judicial 

no apareciere la detención de persona alguna el Ministerio 

adulan ~a a la autoridad judicial que se practicaran 

todas aquellas diligencias necesarias hasta dejar comprobados 

los requisitos que señalaba el articulo 16 para la detención; 

y 

c) La tercera, que si dichos requisitos 

aparecieren ya comprobados en el acta de policía judicial el 
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Ministerio Público, 	la turnaría al Juez solicitando dicha 

detención. 

Ahora bien, considero que el primer supuesto no 

presentaba problema alguno, ya que era claro que se refería a 

una función propia de desenvolvimiento de la Averiguación 

Previa, etapa dentro de la cual, el Representante Social 

ejercía su actividad investigadora, tendiente a integrar en 

ese entonces, el cuerpo del delito y la probable 

responsabilidad, para que asi estuviera en actitud de 

ejercitar o no la acción penal. Este primer supuesto, 

insisto, se referia exclusivamente a la Averiguación Previa. 

La tercera hipótesis, de igual manera que la 

primera no representaba tampoco problema alguno de 

interpretación, en virtud de que se refería al supuesto en 

que se encontraran comprobados los requisitos exigidos por el 

articulo 16 Constitucional, ésto era, en aquél entonces, el 

acreditamiento del cuerpo del delito y la probable 

responsabilidad penal, y el titular de la acción penal, sólo 

solicitaba orden de aprehensión o comparecencia, según el 

caso, al Organo Jurisdiccional; pedimento éste que la propia 

Constitución antes de sus reformas publicadas en el diario 

• Oficial de la Federación en 3 de septiembre de 1993. 

denominaba en su articulo 16, orden de detención. 

El problema aparente que se presentaba era sin 

embargo en la segunda hipótesis, es decir, cuando se ordenaba 
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que el Mjnásterio PúblIcg pidiere a la autoridad judicial que 

se practicasen todas aquellas diligencias necesarias hasta 

dejar comprobados los requisitos que señalaba el artículo 16 

Constitucional antes de sus reformas, para lograr la 

aprehensión, cuando del acta de policía judicial no 

apareciere detenida persona alguna; supuesto éste último del 

que realmente se desprendía por así decirlo, la controversia 

de dicho numeral; ésto es, que para la mayoría la citada 

hipótesis riljirld_a_allymalgHgam que incluso se daban en la 

vida práctica: 

la primera es la que se daba después de haberse 

negado la orden de aprehensión o de comparecencia según el 

caso, toda vez que se dejaba abierta le causa ante el Organo 

Jurisdiccional, pare efectos de que el Ministerio Público, si 

lo consideraba oportuno aportara nuevos elementos 

probatorios, se volviesen a analizar éstos y se determinar. 

de nueva cuenta, en base • los mismos, si se giraba o no la 

orden de aprehensión o comparecencia que habla sido negada 

por el Juez que conocía de la causa; 

up  nao:tunda situación se establecía cuando el 

Organo Judicial, después de estudiar las órdenes citadas sin 

negarlas o aceptar la solicitud respectiva, dejaba la causa, 

indebidamente para los efectos del articulo O. 
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Estos dos supuestos de interpretación jurídica que 

se daban en la vida práctica, considero, no eran adecuados, 

en virtud de que se daba por entendido que el Ministerio 

Público habla ejercitado la acción penal sin haber reunido 

los requisitos de comprobación de lo que se entendía por 

cuerpo del delito y probable responsabilidad, lo que pienso 

de ninguna manera se establecía en dicho precepto, ya que la 

normatividad que contenía el citado articulo 0 del Código de 

Procedimientos Penales antes de sus reformas se referia a la 

obligación que tenia el Representante Social, cuando pa halda 

glarcitado la Acción Panal y calaba llevando a cabo 14 

Averiamación Previa,  ya que en este momento sin lugar a dudas 

surgía la necesidad de complementación, pero obviamente, con 

funciones claramente delimitadas, entre el Organo Ministerial 

y el Organo Judicial, que se coordinaban para alcanzar en el 

proceso penal uno de los fines especifico, como es la verdad 

histórica, y no como la mayoría suponía, un exceso en la 

intervención del Juez en asuntos que correspondían al 

Ministerio Público Investigador, toda vez que a nivel de 

Averiguación Previa y para la debida integración de la misma, 

se hacían, e incluso se hacen necesarias diversas 

diligencias, como bien podrían ser el cateo, exhorto, arraigo 

o embargo precautorio; y para la práctica de estas 

diligencias se requería indispensablemente por parte del 

Ministerio Público a nivel de Averiguación Previa acudir ante 

el Organo Judicial, puje de acuerdo a la lectura de los 

preceptos que las regulan y las contienen, se advierte de 



8? 

inmediato que son numerales donde se faculta el Ministerio 

Público para buscar el apoyo del juzgador, para que bajo la 

observancia y respeto a las formalidades que señala la 

Constitución y las leyes secundarias, se llevaran a cabo la 

serie de diligencias mencionadas que solicitare el 

Representante Social, para que pudiere integrar correctamente 

su aludida Averiguación, pero sin haber ejercitado de manera 

alguna la Acción Penal; en este sentido la intervención del 

juzgador era sólo una forma de control y de autorización para 

que se respetara la seguridad jurídica de las personas 

afectadas bajo una estricta aplicación del principio de 

legalidad, y tan era su correcta interpretación que en las 

reformas primeramente mencionadas, las que como ya se dijo, 

entraron en vigor el primero de febrero de 1994 mil 

novecientos noventa y cuatro, el citado articulo 49  del 

Código de Procedimientos Penales, ya establece sin ninguna 

complicación que el citado precepto gra Mena v úniramentr 

aplicable a nivel de Averiauación Previa y obviamente no 

aplicable con posterioridad al ejercicio de la acción penal 

ante el Juez conocedor de la causa, tan es *si que el actual 

articulo 42, textualmente establece que; "Cuando de la 

averiguación previa no aparezca detención de persona alguna, 

el Ministerio Público practicará todas las diligencias 

necesarias, hasta dejar comprobados los requisitos que señala 

el articulo 16 Constitucional para obtener la orden de 

aprehensión". 
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Sin embargo, la opinión imperante en el sentido de 

que el articulo 49  facultaba al Juez para que éste practicara 

diligencias propias de Averiguación Previa después del 

ejercicio de le acción penal, desde mi punto de vista 

desnaturalizaba las funciones de la judicatura, ya que con 

ello se convertía al Juez en un "AMANUENCE" de la autoridad 

administrativa, contraviniéndose con ello las razones 

especiales que se tuvieron en cuenta en el arlo de 1917 para 

la creación del articulo 21 Constitucional, y que fui, la de 

precisar y delimitar tanto las funciones del Representante 

Social como las del juzgador, fincando en aquél la 

titularidad del ejercicio dé la Acción Penal para evitar que 

los jueces no sólo ejercieran funciones jurisdiccionales sino 

también investigadoras y persecutoras en idénticas formas a 

las realizadas en le época de la inquisición; esto es, que en 

el procedimiento penal mexicano si bien es cierto, que 

necesariamente se requiere la intervención tanto del 

Ministerio Público corno del Organo Jurisdicente, también es 

verdad que monop6licemente al primero, como lo establece el 

articulo 21 Constitucional, le compete el ejercicio de la 

Acción Penal, y por lo mismo resulta ser el sujeto procesal 

indispensable para llevar e cabo la Averiguación Previa as( 

como la vigilancia del desenvolvimiento del proceso hasta 

llegar a la acusación; y al Juez penal, en base también en el 

numeral antes aludido, la elevada misión de resolver los 

conflictos Jurídicamente trascendentes puestos a su 

consideración mediante la declaración de la voluntad de la 
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ley en su calidad de tercero imparcial; inclusive la citada 

opinión relevante y que de hecho imperaba en la práctica 

ocasionaba prácticas viciosas y reiteradas en actos casi 

siempre a perjudicar al imputado, lo que claramente, como ya 

se dijo, desnaturalizaba las funciones del Organo 

Jurisdiccional, ya que sin lugar a dudas se actuaba a 

espaldas del mismo y se permitía que se llevaran a cabo en la 

sede jurisdiccional actos de investigación por parte del 

Ministerio Público, como olvidando que éste debía, como 

Organo técnico que es, y con todos los medios científicos y 

de investigación que tiene a su alcance, haber ejercitado la 

correspondiente Acción Penal con tos elementos probatorios 

suficientes para que efectivamente se entablara un 

procesamiento en contra de una persona, y por seda, como 

consecuencia de no contar con esos elementos, considero se le 

imponia la obligación de abstenerse de ejercitar la acción 

penal de manera aventurada; tan es así que dicho 

Representante Social bien podría determinar le resolución de 

reserva hasta en tanto no integrare tales elementos; de lo 

contrario se daba pauta a una investigación ilimitada que 

podía repetirse cuantas veces quisiera el Representante 

Social ante el Juez en tanto que no prescribiera la Acción 

Penal, creóndose así, sin lugar a dudas una rotunda 

inseguridad jurídica en perjuicio del inculpado. 
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4.2. MOTIVOS DE LA REFORMA. 

Posiblemente en base a esta interpretación 

mayoritaria o preponderante que se le daba al artículo 49 
 Y. 

con lo cual, como ya.  se dijo, no estamos de acuerdo, Y 

tratando de subsanar la misma, es que se crea el artículo 36 

en comento; teniendo como finalidad dar seguridad juridica no 

sólo al que tuvo el carácter de indiciado, la cual no existía 

sino hasta que se declaraba extinguida la acción penal por 

prescripción, sino también al ofendido o víctima del delito 

al otorgarle al mismo la facultad que lo concatena con el 

Ministerio Público para que ambos, incluso, una ves que se ha 

negado la Orden de Aprehensión o Comparecencia o dictado •l 

Auto de Libertad por falta de elementos para procesar. 

aporten pruebas y probablemente con las mismas logren su 

objetivo, lo que con anterioridad a dichas reformas sólo era 

facultad del Ministerio Público, en base a la interpretación 

que se le daba al multicitado artículo 42. 

4.3. DIVERSOS PLANTEAMIENTOS JURIDICOS. 

A pesar de todo lo anterior, pienso que la 

creación del citado articulo 36 del Código de Procedimientos 

Penales reformado, y que en forma textual establece que: 
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"Cuando se haya negado le Orden de Aprehensión o 

Comparecencia o dictado el Auto de Libertad por falta de 

elementos para procesar, sino se aportan por el ofendido o 

por el Ministerio Público, pruebas dentro de los 60 días 

partir del día siguiente en que se les hayan notificado estas 

resoluciones, o su desahogo, no son suficientes para librar 

las ordenes referidas, se sobreseerá la causa"; su contexto 

mencionado no resultó del todo favorable, toda vez que el 

mismo sin lugar a dudas conlleva a múltiples dificultades que 

pueden presentarse en su aplicación dentro de la vida 

práctica, como pueden ser, entre otras, las siguientes: 

1.- Oue subsiste la inseguridad jurídica del 

imputado, aunque ésta, sea sólo, posiblemente, por un lapso 

breve, toda vez que también se deja abierta 14 causa cuando 

se ha negado la Orden de Aprehensibn o Comparecencia, según 

lo procedente; o bien, dictado el Auto de Libertad por falta 

de elementos para procesar, pare que mi Ministerio Público o 

el ofendido aporten pruebas con le salvedad de que esta 

aportación sólo puede hacerse dentro de los 60 días a partir 

del día siguiente en que se hayan notificado estas 

resoluciones; de lo que se deduce que además dicho plazo 

podría correr de manera diferente, tanto para el ofendido 

como para el Ministerio Público, dependiendo obviamente de la 

fecha en que se les hayan notificado las resoluciones 

mencionadas, lo que inclusive podría dar pauta a un plazo 

mayor de los 60 días. 
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2.- También considero que, este artículo 36 se 

contrapone con el numeral 80, en atención a que este último 

articulo establece que sólo las resoluciones apelables, deben 

ser notificadas, entre otros, al ofendido; y no obstante que 

la negativa de Orden de Aprehensión y Comparecencia no son 

apelables, el referido articulo establece que el plazo de 

los 60 días para aportar pruebas por el ofendido o por el 

Ministerio Público, después de negarse las citadas órdenes, 

correrán a partir del día siguiente en que se les hayan 

notificado esas resoluciones; esto es, que exige que ye 

negativa de las órdenes aludidas se notifiquen, no sólo al 

Ministerio Público sino también al ofendido, lo que no 

estatuye el numeral 00 de referencia, por lo que se reitera 

que el mismo resulta contraponerse con éste último. 

3.- En el citado numeral 36 del Código de 

Procedimientos Penales reformado, no se establece ninguna 

facultad de defensa en favor del imputado, con lo que 

posiblemente se entenderla que se permite actuar a espaldas 

del mismo, pués no se soslaya que el legislador en esta 

reforma también pasó por alto que en todo procedimiento penal 

se debe crear un carácter bilateral que se traduce en que por 

un lado el ofendido está representado por el Ministerio 

Público y por el otro, el justiciable por su defensor, tan es 

así que inclusive a nivel de Averiguación Previa en base a la 

fracción IX del articulo 20 Constitucional en relación con el 

párrafo cuarto de la fracción X del mismo numeral, ya se 

ti 
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exige que a este nivel de Averiguación Previa el inculpado se 

encuentre asistido de un defensor; por ende, si esta 

exigencia ya se reclama en la fase preparatoria de la acción 

penal, con mayor razón resulta evidente que debe cumplirse 

con la misma una vez ejercitada la mencionada acción ante la 

autoridad jurisdiccional competente, lo cual no refiere el 

artículo 36 en comento. 

4.- En el mismo orden de ideas, se considera que el 

citado numeral 36, no determina al Organo Jurisdiccional, 

únicamente se le toma como un receptor de pruebas, o bien, 

inclusive como un amanuense del Ministerio Público ante el 

cual se deben realizar prácticamente diligencias de carácter 

indagatorio, que le son vedadas en base a lo dispuesto por el 

articulo 21 Constitucional y que obviamente sólo competen • 

la Autoridad Investigadora. 

S.- 	En la práctica podría presentarse la 

adversidad de que, al desahogarse las probanzas del 

Ministerio Público o del ofendido, surgieran nuevos elementos 

probatorios de dicho desahogo, el cual posiblemente se esté 

realizando fuera de los 60 dial, en atención a que dichas 

probanzas fueron aportadas factiblemente dos o tres días 

antes de fenecer el citado plazo, y evidentemente cuando 

surgen estas nuevas probanzas, Ya nos encontramos fuera del 

plazo de los 60 días antes aludidos. 
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6.- Asi también surge la complejidad para 

determinar a partir de qué momento empieza a contar e) plazo 

de los 60 días aludidos, cuando el Juez de Primera instancia 

decretó Auto de Libertad por falta de elementns para procesar 

y el mismo fué apelado por la Representación Social, toda vez 

que se cuestiona si dicha apelación suspende o no esos 60 

días. 

7.- Se ha entendido en la práctica 

dualidad de facultades para el representante 

resolución que niega la Orden de Aprehensión o 

que existe una 

social ante la 

Comparecencia, 

porque la misma fui consecuencia de la determinación que 

declara no haber delito que perseguir; en virtud de que, en 

forma aparente, automáticamente al Ministerio Público se le 

faculta para aportar pruebas en tirminos del articulo 36 y, 

simultáneamente, en base a lo dispuesto por la fracción 111 

del numeral 416 del Código Adjetivo Penal, para interponer el 

recurso de apelación, lo que 

que una sola resolución 

determinaciones; la negativa 

resulta obscuro e impreciso, ya 

se está fraccionando en dos 

de las órdenes citadas y la que 

declara no haber delito que perseguir; siendo que a mi manera 

de ver, la negativa de las órdenes mencionadas resulta ser el 

efecto o secuela inmediata de que en autos se declare no 

haber delito que perseguir; además, esta problemática de 

apelación y aportación de pruebas también se presenta, en la 

resolución de libertad por falta de elementos para procesar, 

en atención a que, por un lado, dicha resolución si es 

ti 
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apelable, de acuerdo a lo dispuesto por la última parte del 

articulo 302 en relación con el 304, ambos del Código 

Procesal Penal; y a la vez también se faculta al Ministerio 

Público para aportar las probanzas que estime convenientes, 

dentro de los 60 días siguientes en que le fui notificada 

dicha determinación, de acuerdo al numeral 36 ya reformado. 

O.- Ahora bien, en el supuesto de que se hayan 

negado las órdenes tantas veces citadas, que al Juez se le 

hayan aportado elementos probatorios dentro de los 60 días 

que marca el numeral 36, y, dentro o fuera de este mismo 

plazo se hayan desahogado las mismas, se cuestiona si lo 

procedente después de valorar los aludidos elementos de 

prueba, es declarar que no hay delito que perseguir, porque 

dichas probanzas no fueron suficientes para acreditar los 

extremos exigidos por el articulo 16 Constitucional; o bien, 

si en este momento procede lisa y llanamente el 

sobreseimiento, como incluso así se desprende de la parte 

final del articulo en comento, que en lo conducente senala 

que: a...si no se aportan por el ofendido o por el Ministerio 

Público pruebas dentro de los 60 días a partir del siguiente 

en que se les hayan notificado estas resoluciones o su 

desahogo, no son suficientes para librar las órdenes 

referidas, se sobreseen la causa"; pués no debe soslayarse 

que las consecuencias de una y otra resolución son 

diferentes, en atención a que en la primera hipótesis cabría 

la posibilidad de una apelación, lo cual implica a su vez la 
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posibilidad de prolongar ese plazo en forma indefinida hasta 

en tanto no se resuelva dicho recurso, el cual incluso puede 

variar la resolución y con ello se desnaturalizaría a su vez, 

en cierta forma, la finalidad y teleología inmersa en el 

artículo 36; en tanto que en el sobreseimiento posiblemente 

se daria lugar e una impunidad, ya que dicha resolución 

únicamente podría ser considerada por el propio Juez natural. 

Por todo lo expuesto, reitero que al Ministerio 

Público, como órgano técnico que es, debe exigirsele gg 

anula, al ejercicio de la acción penal, integre debidamente 

su averiguación, pués no debe soslayarse que inclusive para 

dicha función investigadora no sólo cuenta con la amplia 

potestad que le concede al articulo 21 y 102 

Constitucionales, sino también con toda una gama de medios 

científicos 	y 	de 	investigación 	tendientes 	al 

perfeccionamiento de la averiguación previa, y por ende, al 

ejercicio de la acción penal. 

Habida cuenta de lo anterior, pienso y considero 

que al Ministerio Público Investigador, precisamente como 

Organo Técnico que es, debe exigirsele la integración debida 

de la averiguación previa, bajo los parámetros que marca el 

principio de legalidad antes de ejercitar la acción penal, 

debiendo apoyarse en pruebas y razonamientos claros y 

precisos, desterrandose la idea o creencia, de que una vez 

presentada una denuncia o una querella sobre la posible 
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comisión de un delito no se haga necesario el examen previo 

de los hechos de que se trata, a efecto, de poder resolver si 

los mismos constituyen o no delito, y por ende, cuando ya se 

tengan comprobados los requisitos que señala el artículo 16 

Constitucional para obtener la Orden de Aprehensión, como lo 

refiere el actual articulo 49 del Código de Procedimientos 

Penales, entonces sí realizar el correspondiente ejercicio de 

la acción penal; pués no debe soslayarse que la autoridad 

investigadora no cuenta con limitaciones para la integración 

de la citada averiguación, teniendo el tiempo necesario y 

suficiente para lograr su objetivo, cuando el mismo es 

investigadora, como en cierta forma interpreto el artículo 36 

en comento; toda vez que dicho numeral viene a desvirtuar la 

auténtica función que realmente debiera cumplir todo Organo 

Judicial y que es la de actuar como director de la relación 

jurídico-procesal, y asi asegurar el orden y la igualdad de 

las partes y con ello, restituir, como dice el maestro GARCIA 

RAMIREZ, a los Jueces, 'toda la dignidad y respetabilidad de 

la magistratura, definiéndose así también toda la importancia 

que le corresponde al Ministerio Público, dejando 

exclusivamente a su cargo la persecución de los delitos y la 

búsqueda de los elementos de convicción', y obviamente sin 

considerar como su amanuense al Organo Jurisdicente, aún 
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cuando, de aruerdn a las actuales reformas, esto sea de una 

manera atenuada 

En base a lo anterior considero que si el 

Ministerio Público Investigador estima pertinente ejercitar 

la correspondiente acción penal y ésta se realiza sin 

detenido al Organo Jurisdiccional le competería evidentemente 

determinar si concede o no el libramiento de la Orden de 

Aprehensión o de comparecencia según el caso; para el caso de 

no concederla estimo debiera derogare. el articulo 418 

fracción ili del Código de Procedimientos Penales a fin de 

que se omitiera como resoluciones apelables las que declaran 

no haber delito que perseguir y en su lugar, tener como 

resolución apelable la negativa de la Orden de Aprehensión o 

Comparecencia antes mencionadas, en virtud de que éstas 

resultan ser el efecto o secuela inmediata no sólo de la 

determinación de no haber delito que perseguir, sino, 

posiblemente también de alguna causa de extinción de la 

acción penal como podria ser una prescripción, un perdón o la 

muerte del infractor y con ello considero se terminaría con 

la dualidad que en la actualidad prevalece entre negativa de 

Orden de Aprehensión y declarativa de no haber delito que 

perseguir; además considero que ya con la resolución de la 

sala para el caso de confirmación de esta negativa debiera 

proceder el sobreseimiento y ami mantener debidamente la 

garantía de seguridad jurídica en favor de todo indiciado. 
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En otro orden de ideas, en cuanto al incidente do 

libertad por desvanecimiento de datos la resolución que se 

pronunciara para resolver este incidente considero debiera 

ser apelable en efecto devolutivo y no en ambos efectos, ,•sto 

es, en los mismos términos que una formal prisión, un•a 

sujeción a proceso, una libertad por falta de elementos para 

procesar con las reservas de ley o una libertad absoluta ya 

que de ser así se continuaría y no tendría porque detenerse 

el procedimiento y con ello se beneficiaría al procesado en 

la causa que en su contra se tramita ya que si a éste se le 

concediere la libertad mencionada, de ella gozaría no 

obstante la apelación del Ministerio Público; y si se le 

negare el citado incidente y estuviere inconforme el mismo 

procesado, éste podría interponer el recurso de apelación y 

sin afectación alguna continuaría con la secuela 

procedimental; en otras palabras, los efectos ya sea de la 

concesión o de la negativa del citado incidente, no causarían 

perjuicio alguno al incoado, en virtud de que si le fue 

concedida la libertad y en apelación le es revocada, en su 

contra se libraría la correspondiente Orden de Peaprehensión 

y para el caso que se le negare y él o la defensa apelaran, 

si esta negativa es confirmada, no se ha perdido nada y el 

proceso ha continuado su marcha, pero si en apelación esta 

libertad le es concedida, de forma inmediata se le pondría en 

libertad sin perjuicio alguno en su contra. 



CONCLUSIONES. 

Dentro de nuestra normatividad mexicana sólo son 

considerados como requisitos de procedibilidad la denuncia, 

la querella y la excitativo, ya que si bien es cierto, que 

nuestra Constitución en su articulo 16 expresa como exigencia 

de procedibilidad 4 la acusación, también es verdad que ésta 

se debe considerar como un sinónimo de denuncia. 

La querella es divisible, en virtud de que esta 

Institución Jurídica tiene el caracter de Derecho Potestativo 

y 	como tal, el titular de ese Derecho puede ejercitarlo con 

libertad, espontaneidad y discrecionalidad; por ende, al 

hablar que la querella es divisible, también podemos estatuir 

que el perdón que la extingue es también divisible. 

5 
	

Los dos únicos supuestos legales en que el 

Ministerio Público puede detener al presunto responsable en 

la etapa indagatoria, son la flagrancia y la notoria 

urgencia, prohibiendnsele en consecuencia a dicha autoridad 

ministerial cualquier otro tipo de detención que en contra 

del imputado pudiera realizar en la citada etapa. 

100 
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El periodo de 24 horas concedido por la Ley 

Adjetive al Organo Jurisdiccional para el libramiento de una 

Orden de Aprehensión en tratandose de delitos graves, es muy 

corto, pués también se le exige al juzgador de manera 

exagerada prontitud y celeridad en el libramiento de dicha 

Orden de Captura y no obstante lo anterior, se le faculta al 

Ministerio Público para recurrir en queja ante la Sala Penal 

del H. Tribunal superior de Justicia revisora, para el caso 

de resolver fuera del término primeramente señalado. 

De ninguna manera debe entenderse que le 

declaración preparatoria es un medio de investigación del 

delito, ni mucho menos que tienda a provocar la confesión del 

declarante, sino por el contrario debe entenderse como una 

garantía de defensa que le asiste a todo inculpado y que le 

otorga precisamente el articulo 20 Constitucional, 

especificamente •n su fracción III. 

El no expresar en el auto de formal prisión los 

requisitos exigidos por el artículo 19 Constitucional, 

entraña una violación de garantías. En pero, esta violación 

deriva hacia resultados diferentes, puesto que, la omisión de 

los requisitos de fondo da lugar a le concesión del amparo y 

le de los de forma únicamente a suplir las deficiencias. 

En el supuesto de que, el juzgador dentro de plazo 

• 
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absoluta, la causa no debe quedar abierta para que 

• posteriormente, con nuevos elementos se llegue a proceder de 

nueva cuenta en contra del indiciado; reiterandose entonces, 

el impedimento para proceder en contra del mismo. 

Cuando se decrete la libertad por desvanecimientos 

de datos porque en la causa no aparecieron datos posteriores 

de responsabilidad, y por el contrario se desvanecieron, por 

prueba plena, los datos señalados en el auto de formal 

prisión o sujeción a proceso, para tener al procesado como 

probable responsable, tendrá esta resolución los mismos 

efectos del auto de libertad por falta de elementos, y por lo 

tanto permite al Ministerio Público o al ofendido, aportar 

nuevos elementos probatorios, para en su caso, el Ministerio 

Público pueda solicitar de nuevo la Orden de Aprehensión o 

comparecencia del inculpado, asi como nueva formal prisión o 

sujeción a proceso. Por tanto, la aportación de los nuevos 

elementos de prueba a que nos referimos con antelación debe 

hacerse dentro de los 60 dios a partir del día siguiente en 

que se notifique le resolución respectiva, puesto que, al 

tener esta libertad los mismos efectos del auto de libertad 

por falta de elementos, corre la misma suerte de las 

resoluciones que refiere el articulo 36 del Código de 

Procedimientos Penales, y por lo mismo también el plazo de 

los 60 días antes aludido. 
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Considero que el Ministerio Público Investigador, 

precisamente como Organo Técnico que es, debe exigirsele le 

integración debida de la Averiguación Previa, bajo los 

parámetros que marca el principio de legalidad ante7,  de 

ejercitar la acción penal, debiendo apoyarse en pruebas y 

razonamientos claros y precisos, desterrandose la idea o 

creencia, de que una vez presentada una denuncia o una 

querella sobre la posible comisión de un delito no se haga 

necesario el examen previo de los hechos de que se trata, a 

efecto de poder resolver si los mismos constituyen o no 

delito, por ende, cuando ya se tengan comprobados los 

requisitos que señala el artículo 16 Constitucional para 

obtener la Orden de Aprehensión, como lo refiere el actual 

artículo 49 del Código de Procedimientos Penales, entonces sí 

realizar el correspondiente ejercicio de la acción penal; 

pues no debe soslayarse que la autoridad investigadora no 

cuenta con limitaciones para la integración de la citada 

averiguación, teniendo el tiempo necesario y suficiente para 

lograr su objetivo, cuando el mismo es procedente dentro de 

los parimetros requeridos tanto por la Constitución como por 

las legislaciones secundarias; y de este modo, en lo posible 

evitar Al convertir al Orlisno jurisdiccional en un 

"AMANUENCV de _la autoridad investigadora, como en cierta 

forma interpreto el artículo 36 que se comenta y que fué el 

motivo de la presente tesis. 
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A mi criterio, el numeral 36 del Código de 

Procedimientos Penales viene a desvirtuar la auténtica 

función que realmente debiera cumplir todo Organo Judicial y 

que es la de actuar como director de la relación jurídico-

procesal, y así asegurar el orden y la igualdad de las partes 

y con ello, restituir, como dice el maestro García Ramírez, a 

los jueces, 'toda le dignidad y respetabilidad de la 

magistratura, definiendose así también toda la importancia 

que le corresponde al Ministerio Público, dejando 

exclusivamente a su cargo la persecución de los delitos y la 

búsqueda de los elementos de convicción', y obviamente sin 

considerar como su amanuense al Organo Jurisdicente, aún 

cuando, de acuerdo a las actuales reformas, esto sea de una 

manera atenuada. 

En base a la interpretación del nuevo artículo 36 

del Código de Procedimientos Penales, éste resulta ser 

inconstitucional, pués si bien, la Ley Adjetiva de donde 

emana tiene su base de creación en la propia Constitución, 

también resulta ser cierto que el aludido numeral va en 

contra de nuestra Carta Magna, tan es así que, viola, entre 

otras, las garantías de defensa y audiencia que en favor de 

todo imputado confiere la referida Carta Fundamental. 
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PROPUESTAS 

El periodo para el libramiento de una Orden de 

Aprehensión en tratandose de delitos graves así calificados 

por la Ley, debe ser mas amplio, se propone mínimo, el mismo 

tiempo que requiere el juzgador para resolver sobre la 

situación jurídica de una persona, ya que el análisis y 

acreditamiento de los elementos de fondo que exige el 

articulo 18 Constitucional, 132 y 195 del Código Adjetivo en 

materia del Fuero Común y Federal respectivamente, para el 

libramiento de una Orden de Aprehensión, son los mismos que 

requiere el dictado de un Auto de Formal Prisión o de 

sujeción a proceso, o en su caso, el mismo análisis de la 

causa para decretar la libertad del imputado. 

Se propone la derogación del artículo 36 del Código 

de Procedimientos Penales aplicable en el Distrito Federal; 

asi como una reforma al artículo 418 fracción III del mismo 

ordenamiento legal antes invocado, para que en el mismo se 

incluya la negativa de Orden de Aprehensión o Comparecencia, 

según el caso, como auto apelable; y así, el Juzgador pueda 
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estar en ta posibilidad de sólo negar o librar las citadas 

órdenes, sin dejar abierta la causa para los efectos del 

artículo 36. Y para el supuesto de que el Ministerio Público 

no este conforme con la citada negativa, tenga la posibilidad 

de apelar. 
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